
































































 

 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-28-2020-00147-00 

Accionante: Gloria Virginia Pérez Piamba 

Accionado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional CASUR 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 

Gloria Virginia Pérez Piamba, actuando por conducto de apoderado, presentó 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

en contra de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional-CASUR 

 

Por reunir los requisitos legales, se ADMITE el medio de control propuesto. En 

consecuencia, de conformidad con el artículo 171 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, para efectos de adelantar el trámite 

procesal, dispone: 

 

1.- Notificar personalmente la admisión de la demanda al Director General de la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional- CASUR y/o su delegado, atendiendo lo 

señalado en los artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo y el 

artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, que modificó el artículo 199 del Código 

de Procedimiento Administrativo y en concordancia con lo previsto en el Decreto 806 de 

2020. 

 

2.- Notificar personalmente al Procurador Judicial delegado ante el Despacho y al 

Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, atendiendo lo señalado 

en los artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo, y el artículo 48 de 

la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, que modificó el artículo 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y en concordancia con lo previsto en el Decreto 806 de 

2020. 

3.-. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de 

enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase traslado a los 

demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado, por el término de treinta (30) días para los efectos del artículo 172 del C.P.A.C.A.  

4.- Por Secretaría, notifíquese a las demandadas, remitiendo mediante mensaje de 

datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales 

copia del auto admisorio de la demanda, la demanda y sus anexos atendiendo lo 

previsto en el inciso 2° del numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el 

artículo 35 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 y en concordancia con lo previsto en 

el Decreto 806 de 2020. 
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5.- Por Secretaría, notifíquese al Ministerio público y a la Agencia Nacional para la 

Defensa Jurídica del Estado, de forma personal, mediante el envío de mensaje de datos 

a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales, teniendo 

especial cuidado de aportar copia de la presente decisión, de la demanda y sus anexos, 

de conformidad con lo previsto en los incisos 3 y 5 del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de 

enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A y en concordancia con lo 

previsto en el Decreto 806 de 2020. 

6.- De conformidad con el parágrafo 1° del artículo 175 del C.P.A.C.A., la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional- CASUR, deberá allegar durante en el término 

para dar respuesta a la demanda, el expediente administrativo que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder. La 

omisión de lo anterior constituye falta disciplinaria gravísima. 

Adicionalmente deberá incorporar al plenario, copia íntegra del expediente 

administrativo perteneciente al causante Agente de la Policía Nacional ® Gustavo 

Salcedo (Q.E.P.D) quien en vida se identificaba con la cédula 17.143.644 expedida en 

Bogotá.  

7- Se reconoce personería jurídica al Dr. José Manuel García Martínez, identificado con 

cédula de ciudadanía número 6.875.877 de Montería (Córdoba) y portador de la tarjeta 

profesional No. 234.858 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la 

parte demandante, en los términos y para los efectos del poder aportado.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 
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JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: b093b7d12fa6822d4f6c2597c9762a8d9acc7a959b2246d4464e90e2bb62c046 

Documento generado en 24/09/2021 08:31:14 a. m. 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-28-2020-00147-00 

Accionante: Gloría Virginia Pérez Piamba 

Accionado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional- CASUR 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 

Gloría Virginia Pérez Piamba, actuando por conducto de apoderado, presentó 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 

contra la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, pretendiendo la nulidad de 

los siguientes actos administrativos: i) Resolución 4613 de 10 de agosto de 2017 “(…) Por 

la cual se niega sustitución de asignación mensual de retiro y se declara legalmente 

extinguida la prestación, con fundamento en el expediente a nombre del extinto Agente 

® SALCEDO GUSTAVO (…)” y ii) Resolución 6513 de 1 de noviembre de 2017 “(…) Por la 

cual se resuelve recurso de reposición, contra la Resolución NO 4613 DEL 10-08-2017, con 

fundamento en el expediente a nombre del extinto AG (f) SALCEDO GUSTAVO (…)” 

 

La parte demandante, en escrito obrante en la página 5 del archivo denominado 

“MEMORIAL-SUBSANACIÓN”, solicita como medida cautelar, lo siguiente: “(…) Que, para 

garantizar los derechos fundamentales de mi poderdante, se congele el pago de las 

prestaciones económicas en litigio hasta tanto no se haya proferido fallo definitivo de 

esta demanda (…)”.  

 

El artículo 230 del Código de procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, prevé: 

 

“Artículo 230. Las medidas cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas 

o de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las pretensiones de la 

demanda. Para el efecto, el juez o magistrado ponente podrá decretar, una o varias de 

las siguientes medidas:  

(…)  

5. Impartir órdenes o imponerle a cualquiera de las partes del proceso obligaciones de 

hacer o no hacer”  

 

En cuanto al procedimiento, el artículo 233 del mismo ordenamiento procesal determina:  

 
“Artículo 233. Procedimiento para la adopción de las medidas cautelares. La medida 

cautelar podrá ser solicitada desde la presentación de la demanda y en cualquier estado 

del proceso.  

El juez o magistrado ponente al admitir la demanda, en auto separado ordenará correr 

traslado de la solicitud de medida cautelar para que el demandado se pronuncie sobre 

ella en escrito separado dentro del término de cinco (5) días, plazo que correrá en forma 

independiente al de la contestación de la demanda. Esta decisión, que se notificará 
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simultáneamente con el auto admisorio de la demanda, no será objeto de recursos.” 

 

En consecuencia, el Juzgado Veintiocho (28) Administrativo de Oralidad del Circuito 

Judicial de Bogotá – Sección Segunda: 

 

RESUELVE 

 

Primero. Córrase traslado a la parte demandada por el término de 5 días contados a 

partir de la notificación por estado de la presente decisión, de la solicitud de medidas 

cautelares consistente en la suspensión del pago de las prestaciones económicas en 

litigio, de conformidad con las reglas establecidas en el artículo 233 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

Segundo. Cumplido el trámite procesal, por Secretaría, ingrese el expediente al 

Despacho para resolver sobre la solicitud impetrada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 
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Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

89e7b09bf2d9fde6f6c7d50377c021141ea6b2df98fd3c538dc6604235e14dc9 

Documento generado en 24/09/2021 08:33:02 a. m. 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-28-2020-00168-00 

Accionante: Edwin Berley Saray Osorio    

Accionado: Nación- Ministerio Defensa Nacional- Ejército Nacional 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 

 

Edwin Berley Saray Osorio, actuando por conducto de apoderado, presentó demanda 

en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, en contra 

de la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional. 

 

Analizado el acápite de pretensiones de la demanda se advierte un error de 

transcripción en el acto administrativo demandado, por cuanto en la se solicita, de 

manera principal, la declaratoria de nulidad del acto administrativo “(…) 20183112157871: 

MDN-CGFM-COEJC-SEJEC-COPER-DIPER-1.10 del 6 de noviembre de 2019 (…) (Destacado fuera 

de texto). No obstante, en el acápite de pruebas y en los anexos de la demanda se 

observa que el acto demandado corresponde al 20183112157871: MDN-CGFM-COEJC-

SEJEC-COPER-DIPER-1.10 del 6 de noviembre de 2018, evidenciándose un error en la 

fecha de expedición del acto administrativo.  

 

Así las cosas, en observancia del principio de economía procesal y en aras de garantizar 

el derecho al acceso a la administración de justicia del accionante y atendiendo a que 

del contenido de la demanda es posible determinar con claridad el acto administrativo 

acusado, se tendrá por demandado el Acto Administrativo Oficio No. 20183112157871: 

MDN-CGFM-COEJC-SEJEC-COPER-DIPER-1.10 del 6 de noviembre de 2018, expedido por 

el Ejército Nacional, a través del oficial Sección de Ejecución Presupuestal DIPER.  

 

De esta manera, por reunir los requisitos legales, se ADMITE el medio de control propuesto. 

En consecuencia, de conformidad con el artículo 171 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, para efectos de adelantar el trámite 

procesal, dispone: 

 

1.- Notificar personalmente la admisión de la demanda al Ministro de Defensa Nacional 

y/o su delegado, atendiendo lo señalado en los artículos 197 y 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo y el artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, que 

modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y en concordancia 

con lo previsto en el Decreto 806 de 2020. 
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2. Notificar personalmente la admisión de la demanda al Comandante del Ejército 

Nacional y/o su delegado, atendiendo lo señalado en los artículos 197 y 198 del Código 

de Procedimiento Administrativo y el artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, 

que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y en 

concordancia con lo previsto en el Decreto 806 de 2020. 

 

3. Notificar personalmente al Procurador Judicial delegado ante el Despacho y al 

Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, atendiendo lo señalado 

en los artículos 197 y 198 del Código de Procedimiento Administrativo, y el artículo 48 de 

la Ley 2080 de 25 de enero de 2021, que modificó el artículo 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y en concordancia con lo previsto en el Decreto 806 de 

2020. 

 

4.- De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de 

enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase traslado a los 

demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado, por el término de treinta (30) días para los efectos del artículo 172 del C.P.A.C.A. 

5.-. Por Secretaría, notifíquese a las demandadas, remitiendo mediante mensaje de 

datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales 

copia del auto admisorio de la demanda, la demanda, sus anexos y el escrito de 

subsanación, atendiendo lo previsto en el inciso 2° del numeral 8 del artículo 162 del 

C.P.A.C.A modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 y en 

concordancia con lo previsto en el Decreto 806 de 2020. 

6.- Por Secretaría, notifíquese al Ministerio público y a la Agencia Nacional para la 

Defensa Jurídica del Estado, de forma personal, mediante el envío de mensaje de datos 

a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones judiciales, teniendo 

especial cuidado de aportar copia de la presente decisión, de la demanda, sus anexos 

y el escrito de subsanación, de conformidad con lo previsto en los incisos 3 y 5 del artículo 

48 de la Ley 2080 de 25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A y en 

concordancia con lo previsto en el Decreto 806 de 2020. 

7.- De conformidad con el parágrafo 1° del artículo 175 del C.P.A.C.A., el Ejército 

Nacional, deberá allegar durante en el término para dar respuesta a la demanda, el 

expediente administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del 

proceso y que se encuentren en su poder. La omisión de lo anterior constituye falta 

disciplinaria gravísima. 

Adicionalmente deberán incorporar al plenario: 

 

a. copia íntegra del expediente administrativo perteneciente al Soldado Profesional ® 

Edwin Berley Saray Osorio, identificado con la cédula de ciudadanía número 

1.121.822.144 de Villavicencio. 
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8- Se reconoce personería jurídica al Dr. Wilmer Yackson Peña Sánchez, identificado con 

cédula de ciudadanía número 1.099.342.720 de Jesús María (Santander) y portador de 

la tarjeta profesional No. 272.734 del Consejo Superior de la Judicatura, como 

apoderado de la parte demandante, en los términos y para los efectos del poder 

aportado.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 

 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 48bafa42741d1eb2a8c3ca3b01b3f111a1f1d556247bd19b615079c8109156e7 

Documento generado en 24/09/2021 08:35:07 a. m. 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-28-2020-00168-00 

Accionante: Edwin Berley Saray Osorio    

Accionado: Nación- Ministerio Defensa Nacional- Ejército Nacional 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 

Edwin Berley Saray Osorio, actuando por conducto de apoderado, presentó demanda 

en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la 

Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, pretendiendo la nulidad del 

Oficio 20183112157871: MDN-CGFM-COEJC-SEJEC-JEMGF-COPER-DIPER-1.10 del 6 de 

noviembre de 2018 y así mismo, la existencia y posterior nulidad del acto administrativo 

ficto o presunto de carácter negativo configurado por la falta de respuesta a la petición 

radicado 4AZUSGWG31.  

 

En el libelo introductorio el apoderado de la parte accionante, plantea solicitud de 

medida cautelar consistente en la suspensión de los efectos jurídicos de los actos 

administrativos demandados, sin sustentarla. 

 

El artículo 230 del Código de procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, prevé: 

 

“Artículo 230. Las medidas cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas 

o de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las pretensiones de la 

demanda. Para el efecto, el juez o magistrado ponente podrá decretar, una o varias de 

las siguientes medidas:  

(…)  

5. Impartir órdenes o imponerle a cualquiera de las partes del proceso obligaciones de 

hacer o no hacer”  

 

En cuanto al procedimiento, el artículo 233 del mismo ordenamiento procesal determina:  

 
“Artículo 233. Procedimiento para la adopción de las medidas cautelares. La medida 

cautelar podrá ser solicitada desde la presentación de la demanda y en cualquier estado 

del proceso.  

El juez o magistrado ponente al admitir la demanda, en auto separado ordenará correr 

traslado de la solicitud de medida cautelar para que el demandado se pronuncie sobre 

ella en escrito separado dentro del término de cinco (5) días, plazo que correrá en forma 

independiente al de la contestación de la demanda. Esta decisión, que se notificará 

simultáneamente con el auto admisorio de la demanda, no será objeto de recursos.” 

 

En consecuencia, el Juzgado Veintiocho (28) Administrativo de Oralidad del Circuito 

Judicial de Bogotá – Sección Segunda: 
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RESUELVE 

 

Primero. Córrase traslado a la parte demandada por el término de 5 días contados a 

partir de la notificación por estado de la presente decisión, de la solicitud de medidas 

cautelares consistente en la suspensión del pago de las prestaciones económicas en 

litigio, de conformidad con las reglas establecidas en el artículo 233 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

Segundo. Cumplido el trámite procesal, por Secretaría, ingrese el expediente al 

Despacho para resolver sobre la solicitud impetrada. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 
 

 

 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00171-00 

Accionantes: Diego Andrés Cárdenas Amézquita   

Accionada: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  

 

Diego Andrés Cárdenas Amézquita, actuando a través de apoderado, presentó 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho contra la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, con el 

objeto de obtener la nulidad de los actos administrativos que le negaron el 

reconocimiento y pago de la diferencia salarial del 20%, la prima de actividad y el 

subsidio familiar.  

 

Mediante auto proferido el 25 de septiembre de 2020, se requirió a la entidad 

demandada para que aportara certificado del último lugar de prestación de 

servicios del demandante.  

 

Posteriormente, mediante el auto proferido el 17 de febrero de 2021, se requirió a la 

entidad demandada para que allegara la documental señalada supra, orden que 

fue cumplida mediante el Oficio J28-00012 de 2021. 

 

Por medio de correo electrónico remitido el 13 de agosto de 2021, la Dirección de 

Personal del Ejército Nacional, dio respuesta al requerimiento señalado, indicando lo 

siguiente: 

 

 
 

Así las cosas, se observa que de conformidad con la información aportada se 

certifica que la última unidad en donde laboró el demandante fue el Batallón de 

Mantenimiento de Comunicaciones del Ejército, ubicado en el municipio de 

Facatativá (Cundinamarca).  

 

En este sentido, conforme a lo establecido en el numeral 3 del artículo 156 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Juzgado no 

es competente para conocer del presente asunto en razón del presupuesto procesal 
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de competencia por aplicación del factor territorial. Dicho enunciado normativo 

dispone:  

“Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 

competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  

 

(...) 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 

determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.” 
 

Así mismo, el Acuerdo No. PSAA06-3321 de 9 de febrero de 2006 modificado por el 

Acuerdo PSAA06-3578 del 29 de agosto del mismo año, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, “Por el cual se crean los Circuitos Judiciales Administrativos 

en el Territorio Nacional”, modificados por el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 28 de 

octubre de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, “Por el cual se 

crean unos circuitos judiciales en el territorio nacional y se ajusta el mapa judicial de 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, dispone:  

 

“Artículo 2. División y organización de los circuitos administrativos. Dividir y organizar el 

territorio nacional para efectos judiciales en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, para fijar la competencia territorial de los jueces administrativos, así:   

 

(…) 

 

14. DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

 

(…) 

14.2 Circuito Judicial Administrativo de Facatativá con cabecera en el municipio de 

Facatativá y con comprensión territorial en los siguientes municipios: (…) 

 

 Facatativá 

(…) 

 

De conformidad con las disposiciones antes trascritas y el acervo probatorio allegado 

al proceso, es claro que el último lugar de prestación de servicios personales del 

accionante corresponde al Batallón de Mantenimiento de Comunicaciones del 

Ejército, con sede que se encuentra ubicada geográficamente en el municipio de 

Facatativá, Departamento de Cundinamarca, no siendo, por lo tanto, este 

Despacho competente para conocer del presente asunto. 

Por lo anteriormente expuesto y en aplicación del artículo 168 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberán enviarse 

las presentes diligencias al competente a la mayor brevedad posible. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 

Primero. Declarar la falta de competencia en aplicación del factor 

territorial, para conocer en primera instancia del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por 

Diego Andrés Cárdenas Amézquita, en contra de la Nación- 

Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional.  
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Segundo. Remítanse a la mayor brevedad posible las presentes diligencias, 

a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Facatativá-

Cundinamarca (Reparto), conforme a lo expuesto en la parte 

motiva de esta decisión.  

Tercero.  Por Secretaría dispóngase lo necesario para dar cumplimiento a 

esta providencia y háganse las anotaciones del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE  DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 
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JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00172-00 

Accionantes: Yeison Alexis Jaramillo Zambrano    

Accionada: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  

 

Yeison Alexis Jaramillo Zambrano, actuando a través de apoderado, presentó 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho contra la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, con el 

objeto de obtener la nulidad de los actos administrativos que le negaron el 

reconocimiento y pago de la diferencia salarial del 20%, la prima de actividad y el 

subsidio familiar.  

 

Mediante auto proferido el 25 de septiembre de 2020, se requirió a la entidad 

demandada para que aportara certificado del último lugar de prestación de 

servicios del demandante.  

 

Posteriormente, mediante el auto proferido el 17 de febrero de 2021, se requirió a la 

entidad demandada para que allegara la documental señalada supra, orden que 

fue cumplida mediante el Oficio J28-00013 de 2021. 

 

Por medio de correo electrónico remitido el 13 de agosto de 2021, la Dirección de 

Personal del Ejército Nacional, dio respuesta al requerimiento señalado, indicando lo 

siguiente: 

 

 
 

Así las cosas, se observa que de conformidad con la información aportada se 

certifica que la última unidad en donde laboró el demandante fue el Batallón de 

Infantería de Selva #45 “GR. Prospero Pinzón”, ubicado en el municipio de Inírida- 

Guainía.  

 

En este sentido, conforme a lo establecido en el numeral 3 del artículo 156 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Juzgado no 

es competente para conocer del presente asunto en razón del presupuesto procesal 
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de competencia por aplicación del factor territorial. Dicho enunciado normativo 

dispone:  

“Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 

competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  

 

(...) 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 

determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.” 
 

Así mismo, el Acuerdo No. PSAA06-3321 de 9 de febrero de 2006 modificado por el 

Acuerdo PSAA06-3578 del 29 de agosto del mismo año, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, “Por el cual se crean los Circuitos Judiciales Administrativos 

en el Territorio Nacional”, modificados por el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 28 de 

octubre de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, “Por el cual se 

crean unos circuitos judiciales en el territorio nacional y se ajusta el mapa judicial de 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, dispone:  

 

“Artículo 2. División y organización de los circuitos administrativos. Dividir y organizar el 

territorio nacional para efectos judiciales en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, para fijar la competencia territorial de los jueces administrativos, así:   

 

(…) 

 

18. DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DEL META 

 

18.1 Circuito Judicial Administrativo de Villavicencio con cabecera en el municipio de 

Villavicencio y con comprensión territorial en todos los municipios de los departamentos 

del Meta, Guainía, Guaviare, Vaupés y Vichada (…)” (Destacado fuera de texto) 

 

De conformidad con las disposiciones antes trascritas y el acervo probatorio allegado 

al proceso, es claro que el último lugar de prestación de servicios personales del 

accionante corresponde al Batallón de Infantería de Selva #45 “GR. Prospero 

Pinzón”, con sede que se encuentra ubicada geográficamente en el municipio de 

Inírida, Departamento del Guainía, no siendo, por lo tanto, este Despacho 

competente para conocer del presente asunto. 

Por lo anteriormente expuesto y en aplicación del artículo 168 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberán enviarse 

las presentes diligencias al competente a la mayor brevedad posible. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 

Primero. Declarar la falta de competencia en aplicación del factor 

territorial, para conocer en primera instancia del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por 

Yeison Alexis Jaramillo Zambrano, en contra de la Nación- 

Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional.  

Segundo. Remítanse a la mayor brevedad posible las presentes diligencias, 

a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de 
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Villavicencio-Meta (Reparto), conforme a lo expuesto en la parte 

motiva de esta decisión.  

Tercero.  Por Secretaría dispóngase lo necesario para dar cumplimiento a 

esta providencia y háganse las anotaciones del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 
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JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
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Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00175-00 

Accionantes: José Nemesio Silva Hernández   

Accionada: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  

 

José Nemesio Silva Hernández, actuando a través de apoderado, presentó 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho contra la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, con el 

objeto de obtener la nulidad de los actos administrativos que le negaron el 

reconocimiento y pago de la diferencia salarial del 20%, la prima de actividad y el 

subsidio familiar.  

 

Mediante auto proferido el 25 de septiembre de 2020, se requirió a la entidad 

demandada para que aportara certificado del último lugar de prestación de 

servicios del demandante.  

 

Posteriormente, mediante el auto proferido el 17 de febrero de 2021, se requirió a la 

entidad demandada para que allegara la documental señalada supra, orden que 

fue cumplida mediante el Oficio J28-00014 de 2021. 

 

Por medio de correo electrónico remitido el 13 de agosto de 2021, la Dirección de 

Personal del Ejército Nacional, dio respuesta al requerimiento señalado, indicando lo 

siguiente: 

 

 
 

Así las cosas, se observa que de conformidad con la información aportada se 

certifica que la última unidad en donde laboró el demandante fue el Batallón de 

Mantenimiento de Comunicaciones N°1 del Ejército, ubicado en el municipio de 

Facatativá (Cundinamarca).  

 

En este sentido, conforme a lo establecido en el numeral 3 del artículo 156 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Juzgado no 
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es competente para conocer del presente asunto en razón del presupuesto procesal 

de competencia por aplicación del factor territorial. Dicho enunciado normativo 

dispone:  

“Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 

competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  

 

(...) 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 

determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.” 
 

Así mismo, el Acuerdo No. PSAA06-3321 de 9 de febrero de 2006 modificado por el 

Acuerdo PSAA06-3578 del 29 de agosto del mismo año, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, “Por el cual se crean los Circuitos Judiciales Administrativos 

en el Territorio Nacional”, modificados por el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 28 de 

octubre de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, “Por el cual se 

crean unos circuitos judiciales en el territorio nacional y se ajusta el mapa judicial de 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, dispone:  

 

“Artículo 2. División y organización de los circuitos administrativos. Dividir y organizar el 

territorio nacional para efectos judiciales en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, para fijar la competencia territorial de los jueces administrativos, así:   

 

(…) 

 

14. DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

 

(…) 

14.2 Circuito Judicial Administrativo de Facatativá con cabecera en el municipio de 

Facatativá y con comprensión territorial en los siguientes municipios: (…) 

 

 Facatativá 

(…) 

 

De conformidad con las disposiciones antes trascritas y el acervo probatorio allegado 

al proceso, es claro que el último lugar de prestación de servicios personales del 

accionante correspondió al Batallón de Mantenimiento de Comunicaciones N°1 del 

Ejército, con sede que se encuentra ubicada geográficamente en el municipio de 

Facatativá, Departamento de Cundinamarca, no siendo, por lo tanto, este 

Despacho competente para conocer del presente asunto. 

Por lo anteriormente expuesto y en aplicación del artículo 168 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberán enviarse 

las presentes diligencias al competente a la mayor brevedad posible. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

RESUELVE 

Primero. Declarar la falta de competencia en aplicación del factor 

territorial, para conocer en primera instancia del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por 

Diego Andrés Cárdenas Amézquita, en contra de la Nación- 

Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional.  
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Segundo. Remítanse a la mayor brevedad posible las presentes diligencias, 

a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Facatativá-

Cundinamarca (Reparto), conforme a lo expuesto en la parte 

motiva de esta decisión.  

Tercero.  Por Secretaría dispóngase lo necesario para dar cumplimiento a 

esta providencia y háganse las anotaciones del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE  DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00180-00 

Accionantes: Luis Ariel Bejarano Bohórquez    

Accionada: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  

 

Luis Ariel Bejarano Bohórquez, actuando a través de apoderado, presentó demanda 

en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra 

la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, con el objeto de 

obtener la nulidad de los actos administrativos que le negaron el reconocimiento y 

pago de la diferencia salarial del 20% y la prima de actividad.  

 

Mediante auto proferido el 25 de septiembre de 2020, se requirió a la entidad 

demandada para que aportara certificado del último lugar de prestación de 

servicios del demandante.  

 

Posteriormente, mediante el auto proferido el 17 de febrero de 2021, se requirió a la 

entidad demandada para que allegara la documental señalada supra, orden que 

fue cumplida mediante el Oficio J28-00015 de 2021. 

 

Por medio de correo electrónico remitido el 13 de agosto de 2021, la Dirección de 

Personal del Ejército Nacional, dio respuesta al requerimiento señalado, indicando lo 

siguiente: 

 

 
 

Así las cosas, se observa que de conformidad con la información aportada se 

certifica que la última unidad en donde laboró el demandante fue el Batallón de 

Mantenimiento de Comunicaciones del Ejército, ubicado en el municipio de 

Facatativá (Cundinamarca).  

 

En este sentido, conforme a lo establecido en el numeral 3 del artículo 156 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Juzgado no 

es competente para conocer del presente asunto en razón del presupuesto procesal 
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de competencia por aplicación del factor territorial. Dicho enunciado normativo 

dispone:  

“Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 

competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  

 

(...) 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 

determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.” 
 

Así mismo, el Acuerdo No. PSAA06-3321 de 9 de febrero de 2006 modificado por el 

Acuerdo PSAA06-3578 del 29 de agosto del mismo año, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, “Por el cual se crean los Circuitos Judiciales Administrativos 

en el Territorio Nacional”, modificados por el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 28 de 

octubre de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, “Por el cual se 

crean unos circuitos judiciales en el territorio nacional y se ajusta el mapa judicial de 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, dispone:  

 

“Artículo 2. División y organización de los circuitos administrativos. Dividir y organizar el 

territorio nacional para efectos judiciales en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, para fijar la competencia territorial de los jueces administrativos, así:   

 

(…) 

 

14. DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

 

(…) 

14.2 Circuito Judicial Administrativo de Facatativá con cabecera en el municipio de 

Facatativá y con comprensión territorial en los siguientes municipios: (…) 

 

 Facatativá 

(…) 

 

De conformidad con las disposiciones antes trascritas y el acervo probatorio allegado 

al proceso, es claro que el último lugar de prestación de servicios personales del 

accionante corresponde al Batallón de Mantenimiento de Comunicaciones del 

Ejército, con sede que se encuentra ubicada geográficamente en el municipio de 

Facatativá, Departamento de Cundinamarca, no siendo, por lo tanto, este 

Despacho competente para conocer del presente asunto. 

Por lo anteriormente expuesto y en aplicación del artículo 168 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberán enviarse 

las presentes diligencias al competente a la mayor brevedad posible. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 

Primero. Declarar la falta de competencia en aplicación del factor 

territorial, para conocer en primera instancia del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por 

Luis Ariel Bejarano Bohórquez, en contra de la Nación- Ministerio 

de Defensa Nacional- Ejército Nacional.  
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Segundo. Remítanse a la mayor brevedad posible las presentes diligencias, 

a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Facatativá-

Cundinamarca (Reparto), conforme a lo expuesto en la parte 

motiva de esta decisión.  

Tercero.  Por Secretaría dispóngase lo necesario para dar cumplimiento a 

esta providencia y háganse las anotaciones del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE  DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

63e0b42944ee04e8cf8fda8f8be82a0fc9e6b9d846fa23a45ffbc8a019303ee5 

Documento generado en 24/09/2021 08:50:06 a. m. 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00185-00 

Accionante: María Eugenia Marín  

Accionada: Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  

 

María Eugenia Marín, actuando a través de apoderado, presentó demanda en 

ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la 

Administradora Colombiana de Pensiones, con el objeto de obtener la nulidad de los 

actos administrativos que negaron la reliquidación de su pensión de jubilación 

 

Mediante auto proferido el 25 de septiembre de 2020, se requirió a la Subdirección 

de Talento Humano del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario- INPEC 

(empleador de la demandante) para que aportara certificado del último lugar de 

prestación de servicios de la accionante.  

 

Posteriormente, mediante el auto proferido el 17 de febrero de 2021, se requirió al 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario- INPEC para que allegara la documental 

señalada supra. 

 

Por medio de correo electrónico remitido el 19 de febrero de 2021, el apoderado de 

la parte demandante, aportó la respuesta al requerimiento señalado, en el cual la 

Subdirectora de Talento Humano del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario- 

INPEC indica lo siguiente: 
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Así las cosas, se observa que de conformidad con la información aportada se 

certifica que el último lugar en donde laboró la demandante fue el Establecimiento 

Penitenciario de Mediana Seguridad Carcelario Anserma, ubicado en el municipio 

de Anserma (Caldas).  

 

En este sentido, conforme a lo establecido en el numeral 3 del artículo 156 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Juzgado no 

es competente para conocer del presente asunto en razón del presupuesto procesal 

de competencia por aplicación del factor territorial. Dicho enunciado normativo 

dispone:  

“Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 

competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  

 

(...) 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 

determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.” 
 

Así mismo, el Acuerdo No. PSAA06-3321 de 9 de febrero de 2006 modificado por el 

Acuerdo PSAA06-3578 del 29 de agosto del mismo año, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, “Por el cual se crean los Circuitos Judiciales Administrativos 

en el Territorio Nacional”, modificados por el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 28 de 

octubre de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, “Por el cual se 

crean unos circuitos judiciales en el territorio nacional y se ajusta el mapa judicial de 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, dispone:  

 

“Artículo 2. División y organización de los circuitos administrativos. Dividir y organizar el 

territorio nacional para efectos judiciales en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, para fijar la competencia territorial de los jueces administrativos, así:   

 

(…) 

 

7. DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS 

 

(…) 

7.1 Circuito Judicial Administrativo de Manizales con cabecera en el municipio de 

Manizales y con comprensión territorial en todos los municipios del departamento de 

Caldas (…)” 

 

De conformidad con las disposiciones antes trascritas y el acervo probatorio allegado 

al proceso, es claro que el último lugar de prestación de servicios personales de la 

accionante correspondió Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad 

Carcelario Anserma, con sede que se encuentra ubicada geográficamente en el 

municipio de Anserma, Departamento de Caldas, no siendo, por lo tanto, este 

Despacho competente para conocer del presente asunto. 

Por lo anteriormente expuesto y en aplicación del artículo 168 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberán enviarse 

las presentes diligencias al competente a la mayor brevedad posible. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   
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RESUELVE 

Primero. Declarar la falta de competencia en aplicación del factor 

territorial, para conocer en primera instancia del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por 

María Eugenia Marín, en contra de la Administradora Colombiana 

de Pensiones- Colpensiones.  

Segundo. Remítanse a la mayor brevedad posible las presentes diligencias, 

a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Manizales-

Caldas (Reparto), conforme a lo expuesto en la parte motiva de 

esta decisión.  

Tercero.  Por Secretaría dispóngase lo necesario para dar cumplimiento a 

esta providencia y háganse las anotaciones del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 
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SECCIÓN SEGUNDA 
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Proceso No:  11001-33-35-028-2020-00187-00 

Demandante: DIANA ALEXANDRA LÓPEZ LÓPEZ  

Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

Medio de Control: EJECUTIVO LABORAL  

 

Encontrándose el expediente para calificar la demanda ejecutiva de la referencia, 

se advierte que por el origen de la obligación pecuniaria que se pretende cobrar, 

este Juzgados no es competente, conforme con los siguientes: 

 

ANTECEDENTES 

 

La demanda: 

 

A través de apoderado judicial, la demandante DIANA ALEXANDRA LÓPEZ LÓPEZ, 

presentó demanda a través del procedimiento ejecutivo proponiendo las siguientes 

pretensiones: 

 

“1. Por la cantidad de tres millones novecientos setenta y cuatro mil novecientos cincuenta 

y seis pesos con 80 ($3’974.956,80), derivado del servicio público de secretaria en Tribunal de 

Arbitramento Obligatorio.   

2. Por los intereses comerciales corrientes, liquidados a la tasa variable certificada por la 

Superintendencia Financiera de Colombia, desde el doce (12) de febrero de dos mil 

diecinueve (2019), hasta el veinticinco (25) de junio de dos mil diecinueve (2019).  

3. Por los intereses moratorios, desde el veintiséis (26) de junio de dos mil diecinueve (2019) 

(que se hizo exigible la obligación), hasta que se verifique el pago total de la deuda.   

4. Por los perjuicios morales causados ante el daño sufrido, que se estima en la suma de diez 

(10) salarios mínimos mensuales legales vigentes al momento de proferirse sentencia de 

fondo.  

5. Por las costas del proceso y agencias en derecho.”1   

 

En el acápite de hechos del libelo demandatorio, se indica que el origen de la 

obligación pecuniaria cuya ejecución pretende, tiene su génesis la falta de pago de 

los honorarios a cargo de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional, causados con 

ocasión de la designación en el cargo de Secretaria, dentro del Tribunal de 

Arbitramento Obligatorio convocado por la entidad a través del Ministerio del Trabajo 

con el objeto de dirimir un conflicto colectivo con la Asociación Sindical del Sector 

Defensa “ASOMINDEFENSA”. 

                                                      
1 Folio 1 de la demanda dentro del expediente digital. 



Proceso Ejecutivo  

No. 110013335028202000187 00 

Demandante: Diana Alexandra López López 

Demandado Nación-Ministerio de Defensa Nacional. 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que tomó posesión del cargo el 11 de diciembre de 

2018 y el laudo fue proferido el 19 de enero de 2019, mismo que posteriormente fue 

remitido a la Corte Suprema de Justicia-Sala de Casación Laboral para su revisión, 

procediendo el 11, 12 y 15 de febrero de 2019 a radicar ante el Ministerio de Defensa 

Nacional, la respectiva cuenta de cobro identificada con el consecutivo No. 0001-19, 

solicitando el pago de sus honorarios. 

 

Posteriormente, mediante Resolución No. 2024 del 26 de junio de 2019 emanada del 

Ministerio del Trabajo, se determinó la obligación de pago de honorarios a favor de 

la ejecutante, por valor de $6’624.928.oo, a cargo de la entidad y la asociación 

sindical en partes iguales ($3’974.956,80.oo). 

 

Manifiesta que a la fecha no se ha registrado pago alguno, pese a que el 19 de mayo 

de 20202 interpuso acción de tutela para que la entidad demandada contestara una 

petición asociada al trámite dado a las cuentas de cobro insolutas. 

 

Con lo anterior concluye, que existe entre las partes demandante y demandada una 

relación contractual que en los términos del artículo 75 de la Ley 80 de 1993, le 

corresponde dirimir a este Jurisdicción.   

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  Debe indicarse que los artículos 104 y 105 de la Ley 1437 de 2011, definen el tipo 

de asuntos que conoce esta jurisdicción y particularmente, atendiendo la 

especialidad de la Sección Segunda, se tiene que en el numeral 4º del artículo 104 le 

asigna la competencia de los conflictos “…relativos a la relación legal y 

reglamentaria de los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los 

mismos, cuando dicho régimen este administrado por una persona de derecho 

público…”3 y, en materia de ejecuciones, indica la norma en comento que los 

“…ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas 

por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en que hubiere 

sido parte una entidad públicas o por particulares en ejercicio de funciones propias 

del Estado…”4  .  

 

Y, de acuerdo con el numeral 2º del Art. 155 ibidem, los Juzgados Administrativos 

conocen de los procesos “…de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 

laboral, que no provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan 

actos administrativos de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de 

cincuenta (50) salarios mínimos legales vigentes.”5. 

 

Respecto de las ejecuciones, el numeral séptimo de la norma mencionada establece 

un límite de cuantía de 1500 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

Entonces, a estos Juzgados corresponde conocer de las ejecuciones que se originan 

en condenas o reconocimientos por parte de entidades públicas de obligaciones 

                                                      
2 Folio 8 del archivo de demanda. 
3 Art. 104 núm. 4º de la Ley 1437 de 2011 
4 Ibidem, núm. 5o.  
5 Art. 155 núm. 2º ibidem antes de la reforma de la Ley 2080 de 2021 que no se encuentra vigente en lo que toca a 

dicha norma.  
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pecuniarias a su cargo, que tengan origen en un conflicto laboral o pensional. Al 

respecto, precisa el artículo 297 de la Ley en cita, lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, constituyen título 

ejecutivo: 

 

1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública 

al pago de sumas dinerarias. 

 

2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos de 

solución de conflictos, en las que las entidades públicas queden obligadas al pago 

de sumas de dinero en forma clara, expresa y exigible. 

 

3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los 

organismos y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, los 

documentos en que consten sus garantías, junto con el acto administrativo a través 

del cual se declare su incumplimiento, el acta de liquidación del contrato, o cualquier 

acto proferido con ocasión de la actividad contractual, en los que consten 

obligaciones claras, expresas y exigibles, a cargo de las partes intervinientes en tales 

actuaciones. 

 

4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, en 

los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de una obligación 

clara, expresa, y exigible a cargo de la respectiva autoridad administrativa. La 

autoridad que expida el acto administrativo tendrá el deber de hacer constar que la 

copia auténtica corresponde al primer ejemplar.”6 (Negrilla fuera de texto). 

  

Es así como el proceso ejecutivo asignado a esta jurisdicción tiene como base para 

su ejecución, una: i) sentencia condenatoria, ii) decisión en firme proveniente de un 

mecanismo alternativo de solución de conflictos, iii) contrato estatal o sus garantías y 

iv) el acto administrativo en el que conste el reconocimiento de una obligación. En 

tratándose de la Sección Segunda a la que se encuentra adscrito este Despacho, el 

título que se pretende ejecutar debe provenir de un conflicto laboral o pensional 

(sentencia o conciliación judicial o extrajudicial laboral).  

 

2. La parte demandante en el libelo introductorio de la demanda refiere que acude 

a la jurisdicción, en aplicación de los artículos 75 de la Ley 80 de 1993 y 422 del Código 

General del Proceso, para “…formular demanda ejecutiva contractual…”, situación 

que excluye prima facie la competencia de este Juzgado, pues no es un asunto de 

carácter laboral. 

 

Asimismo, revisando tanto la demanda como sus anexos, la parte demandante yerra 

en rotular la demanda como un ejecutivo-contractual, porque el origen de la 

obligación cuya ejecución pretende encuentra fundamento en los artículos 432 y 452 

y siguientes del Código Sustantivo del Trabajo que hacen referencia a la 

convocatoria obligatoria de un arbitramento y la Ley 1563 de 2012, que desarrolla el 

procedimiento arbitral. 

 

De acuerdo con la última Ley mencionada, el fundamento de causación de 

honorarios es el siguiente: 

 

“…ARTÍCULO 25. FIJACIÓN DE HONORARIOS Y GASTOS. Fracasada en todo o en parte 

la conciliación, en la misma audiencia el tribunal fijará los honorarios y gastos 

mediante auto susceptible de recurso de reposición, que será resuelto 

                                                      
6 Artículo 297 ibidem. 
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inmediatamente. Para la fijación, tomará en cuenta la cuantía de las pretensiones de 

la demanda, determinada de conformidad con el Código de Procedimiento Civil. Si 

hubiere demanda de reconvención, tomará como base la de la cuantía mayor. 

 

Lo anterior, sin perjuicio de que las partes, antes del nombramiento de los árbitros, 

acuerden los honorarios y así se lo comuniquen junto con su designación. 

 

ARTÍCULO 26. LÍMITE DE LOS HONORARIOS Y PARTIDA DE GASTOS. Los árbitros tendrán 

como suma límite para fijar los honorarios de cada uno, la cantidad de mil salarios 

mínimos legales mensuales vigentes (1.000smlmv). El Gobierno Nacional reglamentará 

las tarifas de honorarios y gastos. 

 

En caso de árbitro único, los honorarios podrán incrementarse hasta en un cincuenta 

por ciento. 

 

Los honorarios del secretario no podrán exceder de la mitad de los de un árbitro. 

 

Cuando no fuere posible determinar la cuantía de las pretensiones, los árbitros 

tendrán como suma límite para fijar los honorarios de cada uno, la cantidad de 

quinientos salarios mínimos legales mensuales vigentes (500 smlmv). 

 

ARTÍCULO 27. OPORTUNIDAD PARA LA CONSIGNACIÓN. En firme la regulación de 

honorarios y gastos, cada parte consignará, dentro de los diez (10) días siguientes, lo 

que a ella corresponda. El depósito se hará a nombre del presidente del tribunal, 

quien abrirá para su manejo una cuenta especial en una entidad sujeta a la vigilancia 

de la Superintendencia Financiera. Dicha cuenta deberá contener la indicación del 

tribunal arbitral y en ella solo podrán administrarse los recursos de este. 

 

Si una de las partes consigna lo que le corresponde y la otra no, aquella podrá hacerlo 

por esta dentro de los cinco (5) días siguientes. Si no se produjere el reembolso, la 

acreedora podrá demandar su pago por la vía ejecutiva ante la justicia ordinaria. 

Para tal efecto le bastará presentar la correspondiente certificación expedida por el 

presidente del tribunal con la firma del secretario. En la ejecución no se podrá alegar 

excepción diferente a la de pago. La certificación solamente podrá ser expedida 

cuando haya cobrado firmeza la providencia mediante la cual el tribunal se declare 

competente. 

 

De no mediar ejecución, las expensas pendientes de reembolso se tendrán en cuenta 

en el laudo para lo que hubiere lugar. A cargo de la parte incumplida, se causarán 

intereses de mora a la tasa más alta autorizada, desde el vencimiento del plazo para 

consignar y hasta el momento en que cancele la totalidad de las sumas debidas. 

 

Vencidos los términos previstos para realizar las consignaciones sin que estas se 

hubieren efectuado, el tribunal mediante auto declarará concluidas sus funciones y 

extinguidos los efectos del pacto arbitral para el caso. 

 

PARÁGRAFO. Cuando una parte se encuentre integrada por varios sujetos, no se 

podrá fraccionar el pago de los honorarios y gastos del tribunal y habrá solidaridad 

entre sus integrantes respecto de la totalidad del pago que a dicha parte 

corresponda. 

 

ARTÍCULO 28. DISTRIBUCIÓN DE HONORARIOS. Una vez el tribunal se declare 

competente, el presidente entregará a cada uno de los árbitros y al secretario la 

mitad de los honorarios, y al centro de arbitraje la totalidad de lo correspondiente a 

él; el resto quedará depositado en la cuenta destinada exclusivamente para el 

efecto. El presidente distribuirá el saldo de honorarios una vez terminado el arbitraje 

por voluntad de las partes o por ejecutoria del laudo o de la providencia que decida 

sobre su aclaración, corrección o complementación. 

 

Terminado el proceso o decidido el recurso de anulación, el presidente hará la 

liquidación final de gastos y, con la correspondiente cuenta razonada, devolverá el 

saldo a las partes.”7 (Negrillas y subrayas fuera del texto). 

                                                      
7 Ley 1563 de 2012 artículos 25 a 28. 
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Según la normatividad en cita, corresponde al tribunal de arbitramento fijar la cuantía 

de los honorarios y gastos, a menos que las partes los asignen de forma anticipada 

antes del nombramiento de los árbitros, correspondiéndole al Secretario hasta la 

mitad del monto asignado a un árbitro, monto que deben ser fijados a través de auto 

susceptible del recurso de reposición.    

 

En consecuencia, los honorarios y gastos del arbitraje se estipulan mediante 

providencia judicial emanada del Tribunal respectivo, misma que comporta mérito 

ejecutivo para proceder eventualmente de conformidad desconociendo lo 

acontecido en proceso arbitral del que hizo parte la demandante, pues el mismo no 

puede adelantarse sin el pago de honorarios. 

 

Sobre la vigencia de las normas que regulan el arbitraje en materia laboral y que las 

normas del Código Sustantivo del Trabajo, la Corte Suprema de Justicia-Sala de 

Casación Laboral, precisó lo siguiente: 

 

“…Pues bien, el Congreso de la República, el pasado 12 de Julio de 2012 y con vigencia 

a partir del 12 de octubre de la misma anualidad, expidió la Ley 1563 «por medio de la 

cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional», la que, en su artículo 

118, derogó en forma expresa el artículo 164 del Decreto 1818 de 1998, referente básico 

de la providencia mencionada: lo cual obliga a revisar el criterio expresado. 

 

Al respecto, debe comenzar la Sala por precisar que, la Lev 1563 de 2012 no tuvo la 

intención de regular el arbitraje laboral, muestra de ello es que su articulado no de (sic) 

señas de reformas al arbitraje obligatorio o voluntario, como tampoco diga nada sobre 

la composición e integración de los tribunales de arbitramento en asuntos del trabajo, 

el procedimiento arbitral, las facultades del tribunal y su ámbito de competencia, los 

efectos jurídicos y la vigencia de los fallos arbitrales. entre otros aspectos de vital 

importancia para el Derecho Colectivo del Trabajo. 

 

Lo anterior nos lleva a concluir que las normas sobre arbitramento laboral contenidas en 

el Código Sustantivo del Trabajo y el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social mantienen su plena vigencia, al no haber sido derogadas expresa o tácitamente 

por la Ley 1563 de 2012, muy a pesar de que el artículo 119 de la referida ley señale que 

regula íntegramente la materia de arbitraje.”8 

 

Lo anterior significa que el Decreto 4108 de 20119 mantiene su vigencia, en cuanto 

establece como función asignada al Ministerio del Trabajo la intermediación del 

arbitraje laboral, particularmente asignado a las Oficinas de Dirección de Inspección, 

Vigilancia, Control y Gestión Territorial, además de la Subdirección de Inspección: 

 

“ARTÍCULO 27. FUNCIONES DE LA DIRECCIÓN DE INSPECCIÓN, VIGILANCIA, CONTROL Y 

GESTIÓN TERRITORIAL. Son funciones de la Dirección de Inspección, Vigilancia, Control y 

Gestión Territorial, las siguientes: 

 

(…). 

 

16. Dirigir y coordinar las acciones necesarias para la convocatoria, designación de 

árbitro y pago de honorarios para los tribunales de arbitramento en los conflictos 

laborales colectivos. 

 

(…). 

                                                      
8 Corte Suprema de Justicia-Sala de Casación Laboral, Auto No. AL 2314-2014 del 12 de marzo de 2014, con ponencia 

de la Magistrada Dra. Clara Cecilia Dueñas Quevedo, dentro del expediente No. 62867.  
9 “Por el cual se modifican los objetivos y la estructura del Ministerio del Trabajo y se integra el Sector Administrativo del 

Trabajo.” 
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ARTÍCULO 28. FUNCIONES DE LA SUBDIRECCIÓN DE INSPECCIÓN. Son funciones de la 

Subdirección de Inspección las siguientes: 

 

(…) 

 

16. Adelantar los trámites necesarios para la convocatoria, designación de árbitro y 

pago de honorarios para los tribunales de arbitramento en los conflictos laborales 

colectivos.”10      

 

Es por lo anterior, que el Ministerio del Trabajo menciona que da aplicación al Decreto 

525 de 1956, que modificó el artículo 453 del Código Sustantivo del Trabajo, en lo 

siguiente: 

 

“Artículo primero. El artículo 453 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así:  

   

Artículo 453. 1. El Tribunal Especial de Arbitramento en los conflictos colectivos en los 

cuales éste es obligatorio, se compone de tres (3) miembros, designados así: uno por 

cada una de las partes, y el tercero por el Ministro del Trabajo.  

   

2. Cuando en una ciudad o región y en una misma época surjan varios conflictos 

colectivos en dos o más empresas o establecimientos de servicio público de la misma 

índole, se constituirá un solo Tribunal Especial de Arbitramento que los dirima, bien por 

medio de uno o de tantos fallos cuantos sean los establecimientos de que se trate, 

tomando en cuenta las características de cada uno de éstos. Este Tribunal se 

compondrá también de tres (3) miembros designados así: uno por el Ministerio del 

Trabajo, uno por la organización u organizaciones sindicales y uno por las empresas o 

establecimientos. Cada grupo de empresas o establecimientos y de organizaciones 

sindicales, designará el árbitro que le corresponde, por mayoría de votos.  

   

3. La Resolución de convocatoria del Tribunal de Arbitramento será dictada por el 

Ministerio del trabajo, dentro de los cinco (5) días siguientes a la terminación de la 

etapa conciliatoria, y en ella será señalado el término dentro del cual las partes 

deben nombrar sus árbitros, si no lo hubieren hecho. El del Ministerio será designado 

inmediatamente después de que las partes nombren los suyos.  

   

4. Los árbitros disponen de dos (2) día para aceptar, tomar posesión y entrar en 

funciones. La renuencia de cualquiera de las partes para designar árbitros, dará 

derecho al Ministerio del trabajo para hacerlo. En caso de falta, renuencia o 

impedimento de alguno de los árbitros, se procederá a reemplazarlo en la misma 

forma como se hizo la designación.  

   

5. los honorarios de los árbitros serán fijados y pagados por el Ministerio del trabajo, 

por tratarse de personas que ejercen funciones públicas. Los honorarios del Secretario 

del tribunal de Arbitramento serán pagados por las partes y fijados por el Ministerio 

del Trabajo. La recepción de cualquier clase de emolumentos distintos constituye 

delito sujeto a la sanción penal correspondiente".”11 (Resaltado y subrayado del 

Despacho). 

 

La normatividad citada, establece en el numeral 5º que los honorarios del Secretario 

del Tribunal de Arbitramento serán fijados por el Ministerio del Trabajo mediante acto 

administrativo y cancelados por las partes que a diferencia de los árbitros, los 

honorarios son cancelados por dicho Ministerio y ello conlleva a que se exhiba como 

título la Resolución No. 2024 del 26 de junio de 2019 imponiéndole al Ministerio de 

Defensa Nacional el pago de la suma dineraria aquí ejecutada, a través de acto 

administrativo y no de auto. 

                                                      
10 Ibidem. 
11 Decreto 525 de 1956. 
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Luego, desde esa óptica, no se trata de un contrato sino de una carga que establece 

la normatividad, pero el origen de la obligación a favor de la ejecutante López López, 

no es de naturaleza laboral, porque ella no ostenta, ni ostentó la calidad de 

empleada pública y mucho menos la obligación tiene como fundamento una 

prestación periódica indefinida como lo es una pensión. 

 

Entonces, se trata de un particular que demanda al Estado para obtener el pago de 

una suma de dinero que le fue reconocida con ocasión a la prestación de su servicio 

dentro de un Tribunal de Arbitramento Obligatorio convocado por el Ministerio del 

Trabajo, sin acreditar vínculo legal o reglamentario con la entidad pública. 

 

Por lo tanto, la obligación cuyo pago se pretende refleja un gasto administrativo 

causado y a cargo de una entidad pública, en este caso de la Nación-Ministerio de 

Defensa Nacional, que debe ser satisfecho y que se generó con ocasión al deber 

legal para acudir ante un Tribunal de Arbitramento a fin de dirimir un conflicto laboral 

colectivo en aras de evitar la parálisis de una entidad, sin que la naturaleza de ese 

asunto atribuya competencia a este Despacho judicial para conocer de la 

ejecución, porque, se insiste, el origen de la obligación no deviene de una vinculación 

legal y reglamentaria de la ejecutante como empleada pública, así como tampoco 

emana de la liquidación de prestaciones sociales, ni de una obligación pensional y 

menos aún está demostrada la existencia de un contrato de prestación de servicios. 

 

Corresponde entonces el conocimiento a los Juzgados Administrativos del Circuito de 

Bogotá adscritos a la Sección Primera, que conocen de todos los asuntos que no 

están atribuidos a otras Secciones como ocurre en el presente caso en el que se 

demanda ejecutivamente a una entidad pública exhibiendo como título ejecutivo 

una Resolución y unas cuentas de cobro. 

 

Sobre la competencia de esta sección, se tiene por establecido que el Acuerdo 

PSAA06-3345 del 13 de marzo de 2006 reiterado por el Acuerdo PSAA06-3501 del 6 de 

julio de 2006, ambos proferidos por la extinta Sala Administrativa del Consejo Superior 

de la Judicatura, el primero indicó sobre los Juzgados de este Distrito Judicial lo 

siguiente: 

 

“ARTÍCULO SEGUNDO.- Los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial Administrativo 

de Bogotá, conforme a la estructura del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se 

distribuyen de la siguiente forma: 

 

Para los asuntos de la Sección 1ª : 6 Juzgados, del 1 al 6 

 

Para los asuntos de la Sección 2ª : 24 Juzgados, del 7 al 30 

 

Para los asuntos de la Sección 3ª : 8 Juzgados, del 31 al 38  

 

Para los asuntos de la Sección 4ª : 6 Juzgados, del 39 al 44”12 

 

Precisado lo anterior, el Decreto 2288 de 1989, que regula la distribución del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca a la que están adscritos estos Juzgados sobre las 

materias que conoce cada Sección en el artículo 18 indicó lo siguiente: 

 

                                                      
12 Acuerdo No. PSAA06-3345 del13 de marzo de 2006, de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
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“ARTICULO 18º. ATRIBUCIONES DE LAS SECCIONES. Las Secciones tendrán las siguientes 

funciones:  

   

SECCIÓN PRIMERA. Le corresponde el conocimiento de los siguientes procesos y 

actuaciones:  

   

1. De nulidad y restablecimiento del derecho que no correspondan a las demás 

Secciones.  

   

2. Los electorales de competencia del Tribunal.  

   

3. Los promovidos por el Gobernador de Cundinamarca, los Alcaldes del mismo 

Departamento o el del Distrito Especial de Bogotá, en los casos contemplados en los 

artículos 249 del Decreto-ley 1222 de 1986 y 101 del Decreto-ley 1333 de 1986.  

   

4. Las observaciones formuladas a los Acuerdos Municipales o Distritales y a los actos 

de los Alcaldes, por motivos de inconstitucionalidad o ilegalidad.  

   

5. Las objeciones a los proyectos de Ordenanza o de Acuerdo, en los casos previstos 

en la ley.  

   

6. Los conflictos de competencia administrativa asignados al Tribunal.  

   

7. La revisión de contratos, de conformidad con la ley.  

   

8. Los recursos de insistencia en los casos contemplados en la Ley 57 de 1985.  

   

9. De los demás asuntos de competencia del Tribunal, cuyo conocimiento no esté 

atribuido a las otras Secciones.  

   

SECCION SEGUNDA. Le corresponde el conocimiento de los procesos de nulidad y de 

restablecimiento del derecho de carácter laboral, de competencia del Tribunal.  

   

PARAGRAFO. La Sección Segunda estará dividida en tres (3) Subsecciones 

denominadas A, B y C, cada una integrada por cuatro (4) Magistrados. Los casos de 

empate que resulten en las Subsecciones, serán dirimidos por la Sección Segundaen 

pleno.  

   

La Sección en pleno también conocerá de los procesos que le remitan las 

Subsecciones, por su importancia jurídica o trascendencia social, si por estimar 

fundado el motivo resuelve asumir competencia.  

   

SECCIÓN TERCERA.Le corresponde el conocimiento de los siguientes procesos de 

competencia del Tribunal:  

   

1. De reparación directa y cumplimiento.  

   

2. Los relativos a contratos y actos separables de los mismos.  

   

3. Los de naturaleza agraria.  

   

SECCION CUARTA. Le corresponde el conocimiento de los siguientes procesos:  

   

1. De nulidad y restablecimiento del derecho relativos a impuestos, tasas y 

contribuciones.  

   

2. De Jurisdicción Coactiva, en los casos previstos en la ley.  

   

PARAGRAFO. Cada Sección designará y removerá el personal que le corresponde, 

de conformidad con la ley.”13 (Negrillas y subrayas de este Juzgado). 

 

                                                      
13 Decreto 2288 de 1989, artículo 18. 
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Como se desprende de la norma citada, corresponde a la Sección Primera conocer 

de los asuntos que no se encuentren asignados a otras Secciones y en este caso la 

ejecución que se pretende no corresponde a un asunto laboral, ni contractual y 

tampoco aparece atribuido a una Sección en específico, por lo que la Sección 

competente lo es la Primera.  

  

3. Puestas así las cosas, este Despacho Judicial no es competente para conocer del 

presente asunto por el origen de la obligación que se pretende ejecutar como se ha 

expuesto y, en consecuencia, se considera que al no tratarse de una obligación de 

carácter laboral o que se atribuya su origen a la misma, tampoco lo es de contractual 

en los términos del artículo 75 de la Ley 80 de 1993, como se invoca en la demanda, 

la Sección competente para conocer del presente caso es la Primera, pues el 

fundamento de la ejecución no está atribuido a otra especialidad, habida cuenta 

que tiene su génesis en la ley que habilita el cobro al secretario del tribunal de 

arbitramento.  

 

Por lo tanto, el Despacho  

 

RESUELVE 

 

Primero.- Declarar que este Juzgado no es competente para conocer del 

presente asunto, conforme a lo expuesto. 

 

Segundo.- Remitir el expediente los Juzgados Administrativos del Circuito de 

Bogotá-Sección Primera-Reparto, para que adelantar el trámite 

pertinente.  

 

Tercero.-  Déjense las anotaciones respectivas y remítase el expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

 Juez 
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JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 

  
SECRETARIO 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.   

 
SECRETARIO 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00214-00 

Accionante: Noralba Collo de Ramírez 

Accionada: 

Nación- Ministerio de Educación Nacional- 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 

I. ANTECEDENTES 

 

Noralba Collo de Ramírez, a través de apoderada, presentó demanda en el ejercicio 

del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la Nación- 

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, con el objeto de obtener la nulidad del acto administrativo que se identifica 

a continuación: 

 

“(…) 1. Declarar la nulidad del acto ficto configurado el día 18 DE MARZO DE 2020, 

frente a la petición presentada 18 DE DICIEMBRE DE 2019 en cuanto negó el derecho 

a pagar la SANCION POR MORA a mi mandante establecida en la Ley 244 de 1995 y 

Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, 

contados desde los setenta (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud 

de la cesantía ante la demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la 

misma (…)” 

 

Por auto del 12 de febrero de 2021, se profirió decisión por la cual se admitió la demanda 

en donde se impartieron las órdenes propias de notificación, traslado y demás 

necesarias para el cabal cumplimiento del trámite procesal.  

 

La notificación personal del auto que admitió la demanda a la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al 

Procurador delegado tuvo lugar el 1° de marzo de 2021.  

 

La Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio presentó escrito de contestación de demanda el 21 de abril de 2021.  

 

La abogada Paula Milena Agudelo Montaña, quien funge como representante judicial 

de los intereses de la docente Noralba Collo de Ramírez, mediante memorial presentado 

el 18 de marzo de 2021, solicitó a este Despacho lo siguiente: 

 

“(…) por medio del presente escrito, me permito manifestar que desisto de las 

pretensiones instauradas dentro del proceso de la referencia debido al pago de la 

sanción moratoria por parte de la FIDUPREVISORA S.A., fundamento mi solicitud en 
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el artículo 314 de la Ley 1564 de 2002 (sic), aplicable ante esta jurisdicción por 

remisión del artículo 306 de la Ley 1437 de 2011.  

 

De igual manera solicito al despacho tener en cuenta el artículo 188 de la Ley 1437 

del 2011 que indica que se dispondrá de la condena en costas SOLO en el caso de 

proferirse sentencia que ponga fin al proceso, esto es concordancia con el artículo 

365 de la Ley 1564 de 2012 numeral octavo, donde se indica que para imponer 

costas es necesario que aparezca probado en el expediente su causación y que 

por ello sea probable. (…)” 

 

En vista de lo actuado, el Despacho estima pertinente realizar las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, consagra:  

 
“Artículo 306. Aspectos no regulados. En los aspectos no contemplados en este Código se 

seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de 

los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo.” 
 

Dado que el ordenamiento procesal contencioso administrativo, no estableció la figura 

del desistimiento de la demanda o de las pretensiones, resulta pertinente analizar la 

norma que regula dicha figura en el Código General de la Proceso, como normativa de 

carácter residual aplicable en el presente asunto, por expresa remisión que autoriza el 

artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en efecto el artículo 314 del citado estatuto dispone: 

 
“Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir de las 

pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. 

Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto por el 

demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del 

recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia. 

 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de 

alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y 

personas no comprendidas en él. (…) 

  

El desistimiento debe ser incondicional, salvo acuerdo de las partes, y sólo perjudica a la 

persona que lo hace y a sus causahabientes.  

 

Ahora bien, dado que: i) la actuación se encuentra en etapa previa a la adopción de 

decisión respecto de las excepciones previas, fijación del litigio, conciliación, valoración 

probatoria y concesión del término de alegatos de conclusión; ii) que revisado el poder 

conferido por la demandante Noralba Collo de Ramírez a la doctora Paula Milena 

Agudelo Montaña le fue otorgada facultad expresa para desistir; y iii) el desistimiento se 

presentó sin ningún tipo de condicionamiento. Se concluye que se cumplen a cabalidad 
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con los requisitos señalados en la norma ibidem para presentar el desistimiento de las 

pretensiones.  

 

Frente a las costas procesales, este Juzgado estima que no hay lugar a su imposición en 

virtud a que de conformidad con el numeral 8° del artículo 365 del Código General del 

Proceso, no se ha determinado ni demostrado la causación de las mismas y la medida 

de su comprobación. Adicionalmente el Consejo de Estado1 ha determinado que, en 

aplicación del criterio subjetivo, cada autoridad judicial cuenta con autonomía e 

independencia para valorar la imposición de dicha condena conforme la actuación 

procesal y la conducta de las partes. En ese sentido, el Despacho no impondrá condena 

en costas en el presente asunto.  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,  
  
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Aceptar el desistimiento del medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho presentado por la docente Noralba Collo de Ramírez, atendiendo los 

argumentos planteados en la parte considerativa de esta decisión. 

 

SEGUNDO:  Declarar la terminación del medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho promovido por la docente y demandante Noralba Collo de Ramírez, en 

contra de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

 

TERCERO:  Sin condena en costas. 

 

CUARTO: Ejecutoriada la presente providencia, por secretaría ARCHÍVESE el expediente, 

haciendo igualmente las anotaciones a las que haya lugar 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1 1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, Consejero Ponente, Dr. 

César Palomino Cortés, sentencia 20 de septiembre de 2018, proferida dentro del proceso con el núm. Único de 

radicación 11001-03-25-000-2014-00790-00 (2975-14) Actor: Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca. 

Demandado: Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
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JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 

  
SECRETARIO 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.  
  

 
SECRETARIO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 
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JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00226-00 

Accionante: Alexander Guzmán Ariza 

Accionada: 

Nación- Ministerio de Educación Nacional- 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 

I. ANTECEDENTES 

 

Alexander Guzmán Ariza, a través de apoderado, presentó demanda en el ejercicio 

del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la Nación- 

Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, con el objeto de obtener la nulidad del acto administrativo que se identifica 

a continuación: 

 

“(…) 1. Declarar LA EXISTENCIA  del acto ficto o presunto configurado el 02 de octubre 

de 2019, frente a la petición radicada el 2 de julio de 2019, con relación al 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria de en el pago de las cesantías, toda 

vez que la misma no fue contestada por parte de la entidad demandada Ministerio 

de Educación Nacional- Fonpremag.(…)” 

 

Por auto del 15 de febrero de 2021, se profirió decisión por la cual se admitió la demanda 

en donde se impartieron las órdenes propias de notificación, traslado y demás 

necesarias para el cabal cumplimiento del trámite procesal.  

 

La notificación personal del auto que admitió la demanda a la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al 

Procurador delegado tuvo lugar el 1° de marzo de 2021.  

 

La Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio presentó escrito de contestación de demanda el 20 de abril de 2021.  

 

Posteriormente el abogado Julián Andrés Giraldo Montoya, quien funge como 

representante judicial de los intereses del docente Alexander Guzmán Ariza, mediante 

memorial presentado el 8 de julio de 2021, solicitó a este Despacho lo siguiente: 

 

“(…) por medio de este escrito me permito DESISTIR de las pretensiones formuladas 

en la demanda, Teniendo en cuenta que el Ministerio de Educación, efectuó la 

liquidación y pago de las pretensiones del proceso. 
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Solicito de manera respetuosa, no se disponga condena en costas, teniendo en 

cuenta que la parte demandada, por intermedio de su apoderado, coadyuva esta 

petición en señal de aceptación (…)” 

 

En vista de lo actuado, el Despacho estima pertinente realizar las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, consagra:  

 
“Artículo 306. Aspectos no regulados. En los aspectos no contemplados en este Código se 

seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de 

los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo.” 
 

Dado que el ordenamiento procesal contencioso administrativo, no estableció la figura 

del desistimiento de la demanda o de las pretensiones, resulta pertinente analizar la 

norma que regula dicha figura en el Código General de la Proceso, como normativa de 

carácter residual aplicable en el presente asunto, por expresa remisión que autoriza el 

artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en efecto el artículo 314 del citado estatuto dispone: 

 
“Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir de las 

pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. 

Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto por el 

demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del 

recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia. 

 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de 

alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y 

personas no comprendidas en él. (…) 

  

El desistimiento debe ser incondicional, salvo acuerdo de las partes, y sólo perjudica a la 

persona que lo hace y a sus causahabientes.  

 

Ahora bien, dado que: i) la actuación se encuentra en etapa previa a la adopción de 

decisión respecto de las excepciones previas, fijación del litigio, conciliación, valoración 

probatoria y concesión del término de alegatos de conclusión; ii) que revisado el poder 

conferido por el demandante Alexander Guzmán Ariza al doctor Julián Andrés Giraldo 

Montoya le fue otorgada facultad expresa para desistir; y iii) el desistimiento se presentó 

sin ningún tipo de condicionamiento. Se concluye que se cumplen a cabalidad con los 

requisitos señalados en la norma ibidem para presentar el desistimiento de las 

pretensiones.  

 

Frente a las costas procesales, este Juzgado estima que no hay lugar a su imposición en 

virtud a que de conformidad con el numeral 8° del artículo 365 del Código General del 

Proceso, no se ha determinado ni demostrado la causación de las mismas y la medida 
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de su comprobación. Adicionalmente el Consejo de Estado1 ha determinado que, en 

aplicación del criterio subjetivo, cada autoridad judicial cuenta con autonomía e 

independencia para valorar la imposición de dicha condena conforme la actuación 

procesal y la conducta de las partes. En ese sentido, el Despacho no impondrá condena 

en costas en el presente asunto.  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,  
  
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Aceptar el desistimiento del medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho presentado por el docente Alexander Guzmán Ariza, atendiendo los 

argumentos planteados en la parte considerativa de esta decisión. 

 

SEGUNDO:  Declarar la terminación del medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho promovido por el docente y demandante Alexander Guzmán Ariza, en 

contra de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

 

TERCERO:  Sin condena en costas. 

 

CUARTO: Ejecutoriada la presente providencia, por secretaría ARCHÍVESE el expediente, 

haciendo igualmente las anotaciones a las que haya lugar 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, Consejero Ponente, Dr. 

César Palomino Cortés, sentencia 20 de septiembre de 2018, proferida dentro del proceso con el núm. Único de 

radicación 11001-03-25-000-2014-00790-00 (2975-14) Actor: Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca. 

Demandado: Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.  
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JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 

  
SECRETARIO 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.  
  

 
SECRETARIO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00229-00 

Accionante: Jaime Horacio Gracia Rodríguez 

Accionada: 

Nación- Ministerio de Educación Nacional- 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 

I. ANTECEDENTES 

 

Jaime Horacio Gracia Rodríguez, a través de apoderado, presentó demanda en el 

ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la 

Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, con el objeto de obtener la nulidad del acto administrativo que se identifica 

a continuación: 

 

“(…) 1. Declarar LA EXISTENCIA del acto ficto o presunto configurado el 02 de octubre 

de 2019, frente a la petición radicada el 2 de julio de 2019, con relación al 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria de en el pago de las cesantías, toda 

vez que la misma no fue contestada por parte de la entidad demandada Ministerio 

de Educación Nacional- Fonpremag.(…)” 

 

Por auto del 15 de febrero de 2021, se profirió decisión por la cual se admitió la demanda 

en donde se impartieron las órdenes propias de notificación, traslado y demás 

necesarias para el cabal cumplimiento del trámite procesal.  

 

La notificación personal del auto que admitió la demanda a la Nación- Ministerio de 

Educación Nacional, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al 

Procurador delegado tuvo lugar el 1° de marzo de 2021.  

 

La Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio presentó escrito de contestación de demanda el 5 de abril de 2021.  

 

Posteriormente el abogado Julián Andrés Giraldo Montoya, quien funge como 

representante judicial de los intereses del docente Alexander Guzmán Ariza, mediante 

memorial presentado el 6 de mayo de 2021, solicitó a este Despacho lo siguiente: 

 

“(…) por medio de este escrito me permito DESISTIR de las pretensiones formuladas 

en la demanda, solicito no se disponga condena en costas, teniendo en cuenta 

que la parte demandada, coadyuva esta petición en señal de aceptación (…)” 
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En vista de lo actuado, el Despacho estima pertinente realizar las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, consagra:  

 
“Artículo 306. Aspectos no regulados. En los aspectos no contemplados en este Código se 

seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de 

los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo.” 
 

Dado que el ordenamiento procesal contencioso administrativo, no estableció la figura 

del desistimiento de la demanda o de las pretensiones, resulta pertinente analizar la 

norma que regula dicha figura en el Código General de la Proceso, como normativa de 

carácter residual aplicable en el presente asunto, por expresa remisión que autoriza el 

artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en efecto el artículo 314 del citado estatuto dispone: 

 
“Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir de las 

pretensiones mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. 

Cuando el desistimiento se presente ante el superior por haberse interpuesto por el 

demandante apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del 

recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos 

casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa 

juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella 

sentencia. 

 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de 

alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y 

personas no comprendidas en él. (…) 

  

El desistimiento debe ser incondicional, salvo acuerdo de las partes, y sólo perjudica a la 

persona que lo hace y a sus causahabientes.  

 

Ahora bien, dado que: i) la actuación se encuentra en etapa previa a la adopción de 

decisión respecto de las excepciones previas, fijación del litigio, conciliación, valoración 

probatoria y concesión del término de alegatos de conclusión; ii) que revisado el poder 

conferido por el demandante Jaime Horacio Gracia Rodríguez al doctor Julián Andrés 

Giraldo Montoya le fue otorgada facultad expresa para desistir; y iii) el desistimiento se 

presentó sin ningún tipo de condicionamiento. Se concluye que se cumplen a cabalidad 

con los requisitos señalados en la norma ibidem para presentar el desistimiento de las 

pretensiones.  

 

Frente a las costas procesales, este Juzgado estima que no hay lugar a su imposición en 

virtud a que de conformidad con el numeral 8° del artículo 365 del Código General del 

Proceso, no se ha determinado ni demostrado la causación de las mismas y la medida 

de su comprobación. Adicionalmente el Consejo de Estado1 ha determinado que, en 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, Consejero Ponente, Dr. 

César Palomino Cortés, sentencia 20 de septiembre de 2018, proferida dentro del proceso con el núm. Único de 
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aplicación del criterio subjetivo, cada autoridad judicial cuenta con autonomía e 

independencia para valorar la imposición de dicha condena conforme la actuación 

procesal y la conducta de las partes. En ese sentido, el Despacho no impondrá condena 

en costas en el presente asunto.  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,  
  
 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Aceptar el desistimiento del medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho presentado por el docente Jaime Horacio Gracia Rodríguez, atendiendo 

los argumentos planteados en la parte considerativa de esta decisión. 

 

SEGUNDO:  Declarar la terminación del medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho promovido por el docente y demandante Jaime Horacio Gracia Rodríguez, 

en contra de la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

TERCERO:  Sin condena en costas. 

 

CUARTO: Ejecutoriada la presente providencia, por secretaría ARCHÍVESE el expediente, 

haciendo igualmente las anotaciones a las que haya lugar 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
radicación 11001-03-25-000-2014-00790-00 (2975-14) Actor: Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca. 

Demandado: Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.  



Exp. 110013335-028-2020-00229-00 

Accionante: Jaime Horacio Gracia Rodríguez 

Accionada: Nación- Min. Educación- Fonpremag 

4 

 

    
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.).  

 

  
SECRETARIO 

  
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA  

 
En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica.  
  

 
SECRETARIO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-28-2020-00249-00 

Accionante: Bernardo Antonio Gil Vergara  

Accionado: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 

 

Bernardo Antonio Gil Vergara, actuando a través de apoderado, presentó demanda en 

ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la 

Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, pretendiendo la declaratoria 

de existencia y posterior nulidad del acto ficto o presunto por medio del cual la parte 

demandada negó el reconocimiento y pago de la diferencia salarial del 20% y el 

reconocimiento y pago de la prima de actividad.  

 

Habiéndose realizado el estudio de la demanda y sus anexos, encuentra el despacho 

que se hace necesario inadmitir la misma, para que en el término de diez (10) días la 

parte actora subsane las falencias que se señalan a continuación: 

 

a. De la identificación del demandante 

 

Como quiera que, mediante el auto proferido el 17 de febrero de 2021, se ofició a la 

Dirección de Personal del Ejército Nacional, con el fin de que aportara certificación del 

último lugar de prestación de servicios del demandante. 

 

Mediante el Oficio Radicado No.20213080016379631 de 11 de agosto de 2021, el Oficial 

Sección Base de Datos de la Dirección de Personal del Ejército Nacional, señaló: 

 

“(…) Con  toda  atención  y  teniendo  en  cuenta  el  oficio  allegado  a  la  Sección  Base  

de Datos de la Dirección de Personal, me permito informar que una vez consultado el 

Sistema  de  Información  para  la  Administración  del  Talento  Humano –“SIATH”, registra  

que  el  señor BERNARDO  ANTONIO  GIL  VERGARA  identificado  con cédula  de  

ciudadanía  No. 98474011,  se  encuentra  retirado  de  la  Institución  en calidad  de  Soldado  

Profesional  desde  el 30  de  noviembre  de 2019  por  la  causal “Tener  Derecho  a  la  

Pensión” y la última Unidad en la que prestó sus servicios corresponde  al Grupo de  

Caballería  Mecanizado No.  10 “Tequendama”, ubicado en Bogotá D.C. 

 

 Es de señalar que del número de cédula aportado (98474022), no existe registro alguno. 

(…)” (Destacado fuera de texto) 

 

Ahora bien, en el escrito de la demanda se indica que la cédula de ciudadanía del 

demandante corresponde al número 98.474.022, y de conformidad con lo certificado 

por la entidad demandada, la misma no corresponde a la identificación del accionante, 

circunstancia que deberá ser aclarada, y de ser del caso, corregir lo pertinente en el 
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escrito de demanda y la solicitud de medidas cautelares.  

 

b. De las pretensiones 

 

De conformidad con lo previsto en el numeral 2 del artículo 162 y el artículo 163 de la Ley 

1437 de 2011, las pretensiones deben ser expresadas con precisión y claridad, y en los 

casos en que se pretenda la nulidad de un acto administrativo este debe ser 

individualizado con toda precisión. 

 

En ese sentido, se observa que, en el acápite correspondiente a las pretensiones 

principales, se solicita lo siguiente: 

 

“(…) 1.1. Se declare la existencia del silencio administrativo negativo, como 

consecuencia de ello, el acto ficto o presunto, por medio del cual se niega el 

reconocimiento y pago de la diferencia del 20% y el reconocimiento y pago de la 

prima de actividad a mi poderdante, por el derecho de petición radicado. 

 

1.2 Que se declare la nulidad del acto ficto o presunto, producto del silencio 

administrativo negativo, por medio del cual se niega el reconocimiento y pago de 

la diferencia salarial del 20% y el reconocimiento y pago de la prima de actividad 

a mi poderdante, por el derecho de petición radicado (…)” 

 

Así las cosas, de lo descrito en precedencia se observa que las pretensiones no son 

claras, como quiera que no es posible determinar la petición cuya falta de respuesta 

origina el silencio administrativo negativo alegado, y, en ese sentido, deberá aclarar las 

pretensiones, señalando de manera clara la petición que origina el acto ficto negativo 

cuya existencia pretende sea declarada. 

 

c. Del poder   

 

Revisados los anexos de la demanda, no se encuentra el poder otorgado por el 

demandante Bernardo Antonio Gil Vergara al Dr. Wilmer Yackson Peña Sánchez, para 

instaurar la presente demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, y, en consecuencia, conforme lo establecido en el 

artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, la parte demandante deberá aportar el poder 

respectivo en observancia de los requisitos dispuestos en el artículo 74 de la Ley 1564 de 

2012.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veintiocho Administrativo Oral del Circuito Judicial 

de Bogotá D.C. 

 

RESUELVE 

 

Primero. – Inadmitir la demanda instaurada por Bernardo Antonio Gil Vergara contra la 

Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, de conformidad 

con lo expresado en la parte motiva de esta providencia.  
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Segundo. – Como consecuencia de lo anterior, se concede a la parte demandante el 

término de diez (10) días, con el fin de que allegue lo solicitado en la parte 

considerativa de esta decisión.  

 

El incumplimiento de lo aquí ordenado, dentro de la oportunidad dispuesta 

para tal fin, dará lugar al rechazo de la demanda, al tenor de lo dispuesto en 

el artículo 170 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 
 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 2021, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 

electrónica. 

 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes 

la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 2021, a las 

ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 

 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 
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Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00250-00 

Accionantes: Héctor Fabio Cristancho Carmona    

Accionada: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  

 

Héctor Fabio Cristancho Carmona, actuando a través de apoderado, presentó 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho contra la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, con el 

objeto de obtener la nulidad de los actos administrativos que le negaron el 

reconocimiento y pago de la diferencia salarial del 20%, la prima de actividad y el 

subsidio familiar.  

 

Mediante auto proferido el 17 de febrero de 2021, se requirió a la entidad 

demandada para que aportara certificado del último lugar de prestación de 

servicios del demandante, orden que fue cumplida mediante el Oficio J28-00019 de 

2021. 

 

Por medio de correo electrónico remitido el 15 de junio de 2021, la Dirección de 

Personal del Ejército Nacional, dio respuesta al requerimiento señalado, indicando lo 

siguiente: 

 

 
 

Así las cosas, se observa que de conformidad con la información aportada se 

certifica que la última unidad en donde laboró el demandante fue el Batallón de 

Infantería No. 29 “General Ocampo Herrera”, ubicado en el municipio de la Uribe, 

Meta.  

 

En este sentido, conforme a lo establecido en el numeral 3 del artículo 156 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Juzgado no 

es competente para conocer del presente asunto en razón del presupuesto procesal 

de competencia por aplicación del factor territorial. Dicho enunciado normativo 

dispone:  
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“Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 

competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  

 

(...) 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 

determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.” 
 

Así mismo, el Acuerdo No. PSAA06-3321 de 9 de febrero de 2006 modificado por el 

Acuerdo PSAA06-3578 del 29 de agosto del mismo año, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, “Por el cual se crean los Circuitos Judiciales Administrativos 

en el Territorio Nacional”, modificados por el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 28 de 

octubre de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, “Por el cual se 

crean unos circuitos judiciales en el territorio nacional y se ajusta el mapa judicial de 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, dispone:  

 

“Artículo 2. División y organización de los circuitos administrativos. Dividir y organizar el 

territorio nacional para efectos judiciales en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, para fijar la competencia territorial de los jueces administrativos, así:   

 

(…) 

 

18. DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DEL META 

 

18.1 Circuito Judicial Administrativo de Villavicencio con cabecera en el municipio de 

Villavicencio y con comprensión territorial en todos los municipios de los departamentos 

del Meta, Guainía, Guaviare, Vaupés y Vichada (…)” (Destacado fuera de texto) 

 

De conformidad con las disposiciones antes trascritas y el acervo probatorio allegado 

al proceso, es claro que el último lugar de prestación de servicios personales del 

accionante corresponde al Batallón de Infantería No. 29 “General Ocampo Herrera”, 

con sede que se encuentra ubicada geográficamente en el municipio de La Uribe, 

Departamento del Meta, no siendo, por lo tanto, este Despacho competente para 

conocer del presente asunto. 

Por lo anteriormente expuesto y en aplicación del artículo 168 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberán enviarse 

las presentes diligencias al competente a la mayor brevedad posible. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 

Primero. Declarar la falta de competencia en aplicación del factor 

territorial, para conocer en primera instancia del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por 

Héctor Fabio Cristancho Carmona, en contra de la Nación- 

Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional.  

Segundo. Remítanse a la mayor brevedad posible las presentes diligencias, 

a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de 

Villavicencio-Meta (Reparto), conforme a lo expuesto en la parte 

motiva de esta decisión.  
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Tercero.  Por Secretaría dispóngase lo necesario para dar cumplimiento a 

esta providencia y háganse las anotaciones del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE  DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

981e7e70fd9c6b19d50d8ae5ae12d6f6e7707f5b1347ab20739afcefd57c05e3 

Documento generado en 24/09/2021 09:03:03 a. m. 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00252-00 

Accionantes: José Alirio Carrillo Murcia   

Accionada: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  

 

José Alirio Carrillo Murcia, actuando a través de apoderado, presentó demanda en 

ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la 

Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, con el objeto de obtener 

la nulidad de los actos administrativos que le negaron el reconocimiento y pago de 

la diferencia salarial del 20%, la prima de actividad y el subsidio familiar.  

 

Mediante auto proferido el 17 de febrero de 2021, se requirió a la entidad 

demandada para que aportara certificado del último lugar de prestación de 

servicios del demandante orden que fue cumplida mediante el Oficio J28-00020 de 

2021. 

 

Por medio de correo electrónico remitido el 17 de septiembre de 2021, la Dirección 

de Personal del Ejército Nacional, dio respuesta al requerimiento señalado, indicando 

lo siguiente: 

 

 
 

Así las cosas, se observa que de conformidad con la información aportada se 

certifica que la última unidad en donde laboró el demandante fue el Batallón de 

Infantería No. 39 “Sumapaz”, ubicado en el municipio de Fusagasugá 

(Cundinamarca).  

 

En este sentido, conforme a lo establecido en el numeral 3 del artículo 156 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Juzgado no 

es competente para conocer del presente asunto en razón del presupuesto procesal 

de competencia por aplicación del factor territorial. Dicho enunciado normativo 

dispone:  

 

“Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 

competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  
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(...) 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 

determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.” 

 

Así mismo, el Acuerdo No. PSAA06-3321 de 9 de febrero de 2006 modificado por el 

Acuerdo PSAA06-3578 del 29 de agosto del mismo año, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, “Por el cual se crean los Circuitos Judiciales Administrativos 

en el Territorio Nacional”, modificados por el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 28 de 

octubre de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, “Por el cual se 

crean unos circuitos judiciales en el territorio nacional y se ajusta el mapa judicial de 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, dispone:  

 

“Artículo 2. División y organización de los circuitos administrativos. Dividir y organizar el 

territorio nacional para efectos judiciales en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, para fijar la competencia territorial de los jueces administrativos, así:   

 

(…) 

 

14. DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

 

(…) 

14.3 Circuito Judicial Administrativo de Girardot con cabecera en el municipio de 

Girardot y con comprensión territorial en los siguientes municipios: (…) 

 

 Fusagasugá  

(…) 

 

De conformidad con las disposiciones antes trascritas y el acervo probatorio allegado 

al proceso, es claro que el último lugar de prestación de servicios personales del 

accionante corresponde al Batallón Infantería No. 39 “Sumapaz”, con sede que se 

encuentra ubicada geográficamente en el municipio de Fusagasugá, 

Departamento de Cundinamarca, no siendo, por lo tanto, este Despacho 

competente para conocer del presente asunto. 

Por lo anteriormente expuesto y en aplicación del artículo 168 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberán enviarse 

las presentes diligencias al competente a la mayor brevedad posible. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

RESUELVE 

Primero. Declarar la falta de competencia en aplicación del factor 

territorial, para conocer en primera instancia del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por 

José Alirio Carrillo Murcia, en contra de la Nación- Ministerio de 

Defensa Nacional- Ejército Nacional.  

Segundo. Remítanse a la mayor brevedad posible las presentes diligencias, 

a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Girardot-

Cundinamarca (Reparto), conforme a lo expuesto en la parte 

motiva de esta decisión.  
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Tercero.  Por Secretaría dispóngase lo necesario para dar cumplimiento a 

esta providencia y háganse las anotaciones del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

53a92a27fd75520d3a4cf096ab2964a0528319eca457fe142a0b889cfaba4e1f 

Documento generado en 24/09/2021 09:04:47 a. m. 
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Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00253-00 

Accionantes: Juan Gabriel Castañeda Gutiérrez    

Accionada: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  

 

Juan Gabriel Castañeda Gutiérrez, actuando a través de apoderado, presentó 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho contra la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, con el 

objeto de obtener la nulidad de los actos administrativos que le negaron el 

reconocimiento y pago de la diferencia salarial del 20%, la prima de actividad y el 

subsidio familiar.  

 

Mediante auto proferido el 17 de febrero de 2021, se requirió a la entidad 

demandada para que aportara certificado del último lugar de prestación de 

servicios del demandante orden que fue cumplida mediante el Oficio J28-00021 de 

2021. 

 

Por medio de correo electrónico remitido el 17 de septiembre de 2021, la Dirección 

de Personal del Ejército Nacional, dio respuesta al requerimiento señalado, indicando 

lo siguiente: 

 

 
 

Así las cosas, se observa que de conformidad con la información aportada se 

certifica que la última unidad en donde laboró el demandante fue en la escuela de 

Tiro del Ejército Nacional, ubicado en el fuerte militar de Tolemaida en el municipio 

de Nilo (Cundinamarca).  

 

En este sentido, conforme a lo establecido en el numeral 3 del artículo 156 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Juzgado no 

es competente para conocer del presente asunto en razón del presupuesto procesal 

de competencia por aplicación del factor territorial. Dicho enunciado normativo 

dispone:  
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“Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 

competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  

 

(...) 

 

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 

determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.” 
 

Así mismo, el Acuerdo No. PSAA06-3321 de 9 de febrero de 2006 modificado por el 

Acuerdo PSAA06-3578 del 29 de agosto del mismo año, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, “Por el cual se crean los Circuitos Judiciales Administrativos 

en el Territorio Nacional”, modificados por el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 28 de 

octubre de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, “Por el cual se 

crean unos circuitos judiciales en el territorio nacional y se ajusta el mapa judicial de 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, dispone:  

 

“Artículo 2. División y organización de los circuitos administrativos. Dividir y organizar el 

territorio nacional para efectos judiciales en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, para fijar la competencia territorial de los jueces administrativos, así:   

 

(…) 

 

14. DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

 

(…) 

14.3 Circuito Judicial Administrativo de Girardot con cabecera en el municipio de 

Girardot y con comprensión territorial en los siguientes municipios: (…) 

 

 Nilo 

(…) 

 

De conformidad con las disposiciones antes trascritas y el acervo probatorio allegado 

al proceso, es claro que el último lugar de prestación de servicios personales del 

accionante corresponde a la Escuela de Tiro del Ejército Nacional- Fuerte Militar de 

Tolemaida, con sede que se encuentra ubicada geográficamente en el municipio 

de Nilo, Departamento de Cundinamarca, no siendo, por lo tanto, este Despacho 

competente para conocer del presente asunto. 

Por lo anteriormente expuesto y en aplicación del artículo 168 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberán enviarse 

las presentes diligencias al competente a la mayor brevedad posible. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 

Primero. Declarar la falta de competencia en aplicación del factor 

territorial, para conocer en primera instancia del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por 

Juan Gabriel Castañeda Gutiérrez, en contra de la Nación- 

Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional.  

Segundo. Remítanse a la mayor brevedad posible las presentes diligencias, 

a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Girardot-
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Cundinamarca (Reparto), conforme a lo expuesto en la parte 

motiva de esta decisión.  

Tercero.  Por Secretaría dispóngase lo necesario para dar cumplimiento a 

esta providencia y háganse las anotaciones del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE  DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

82633ea888e29703aa30b425e83c5f561cbf9dcf7faa33e58348fdd05bff6932 

Documento generado en 24/09/2021 09:06:35 a. m. 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: 
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Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00255-00 

Accionantes: Nilson Afranio González Reyes     

Accionada: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

  

 

Nilson Afranio González Reyes, actuando a través de apoderado, presentó demanda 

en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra 

la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional, con el objeto de 

obtener la nulidad de los actos administrativos que le negaron el reconocimiento y 

pago de la diferencia salarial del 20%, la prima de actividad y el subsidio familiar.  

 

Mediante auto proferido el 17 de febrero de 2021, se requirió a la entidad 

demandada para que aportara certificado del último lugar de prestación de 

servicios del demandante orden que fue cumplida mediante el Oficio J28-00022 de 

2021. 

 

Por medio de correos electrónicos remitidos el 15 de junio y el 17 de septiembre de 

2021, la Dirección de Personal del Ejército Nacional, dio respuesta al requerimiento 

señalado, indicando lo siguiente: 

 

 

 

Así las cosas, se observa que de conformidad con la información aportada se 

certifica que la última unidad en donde laboró el demandante fue en el Batallón de 

Ingenieros No. 13 “Gr. Antonio Baraya”, ubicado en municipio de Ubalá 

(Cundinamarca).  

 

En este sentido, conforme a lo establecido en el numeral 3 del artículo 156 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, este Juzgado no 

es competente para conocer del presente asunto en razón del presupuesto procesal 

de competencia por aplicación del factor territorial. Dicho enunciado normativo 

dispone:  

 

“Artículo 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la 

competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  

 

(...) 
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3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 

determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.” 
 

Así mismo, el Acuerdo No. PSAA06-3321 de 9 de febrero de 2006 modificado por el 

Acuerdo PSAA06-3578 del 29 de agosto del mismo año, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, “Por el cual se crean los Circuitos Judiciales Administrativos 

en el Territorio Nacional”, modificados por el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 28 de 

octubre de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, “Por el cual se 

crean unos circuitos judiciales en el territorio nacional y se ajusta el mapa judicial de 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, dispone:  

 

“Artículo 2. División y organización de los circuitos administrativos. Dividir y organizar el 

territorio nacional para efectos judiciales en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, para fijar la competencia territorial de los jueces administrativos, así:   

 

(…) 

 

14. DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

 

(…) 

14.5 Circuito Judicial Administrativo de Zipaquirá con cabecera en el municipio de 

Zipaquirá y con comprensión territorial en los siguientes municipios: (…) 

 

 Ubalá 

(…) 

 

De conformidad con las disposiciones antes trascritas y el acervo probatorio allegado 

al proceso, es claro que el último lugar de prestación de servicios personales del 

accionante corresponde al Batallón de Ingenieros No. 13 “Gr. Antonio Baraya”, con 

sede que se encuentra ubicada geográficamente en el municipio de Ubalá 

Departamento de Cundinamarca, no siendo, por lo tanto, este Despacho 

competente para conocer del presente asunto. 

Por lo anteriormente expuesto y en aplicación del artículo 168 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, deberán enviarse 

las presentes diligencias al competente a la mayor brevedad posible. 

En mérito de lo expuesto, el Despacho,   

 

RESUELVE 

Primero. Declarar la falta de competencia en aplicación del factor 

territorial, para conocer en primera instancia del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por 

Nilson Afranio González Reyes, en contra de la Nación- Ministerio 

de Defensa Nacional- Ejército Nacional.  

Segundo. Remítanse a la mayor brevedad posible las presentes diligencias, 

a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Zipaquirá-

Cundinamarca (Reparto), conforme a lo expuesto en la parte 

motiva de esta decisión.  
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Tercero.  Por Secretaría dispóngase lo necesario para dar cumplimiento a 

esta providencia y háganse las anotaciones del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las 

partes la providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, a las ocho de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 

2021, se envió mensaje de datos al apoderado que 

suministró su dirección electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

b0ad337bf98ee6d91cdba1355e2dc16f7c5188843159f87cb8ea217603452953 
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Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00291-00 

Accionante: Manuel Gustavo Arias González  

Accionada: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Policía Nacional  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

   

 

Manuel Gustavo Arias González actuando por conducto de apoderada, presentó 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho en 

contra de la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Policía Nacional, pretendiendo la 

nulidad de los Oficios S-2019066275 de 20 de diciembre de 2019 y S-2020-042491 de 28 de 

septiembre de 2020, expedidos por el Jefe del Grupo de Pensionados y el Asesor Jurídico 

del Grupo de Pensiones de la Policía Nacional, respectivamente, por medio de los cuales 

se negó el reconocimiento y pago de la sustitución pensional al demandante como 

compañero permanente de la señora Gloría Esperanza Velásquez (q.e.pd) identificada 

con la cédula de ciudadanía No. 51.715.175.   

 

Revisado el escrito introductorio se encuentra que la demanda debe ser inadmitida, por 

las siguientes razones: 

 

a. Canal Digital de los testigos 

 

Visto el artículo 6 del Decreto 806 de 2020, el cual indica: 

 
“Articulo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser notificadas 

las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y cualquier tercero que 

deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión. Asimismo, contendrá los anexos en 

medio electrónico, los cuales corresponderán a los enunciados y enumerados en la 

demanda.” (Negrilla fuera de texto) 
 

Así las cosas, atendiendo a que, en el acápite correspondiente a los testimonios, no se 

indicó el canal digital donde deben ser notificados los deponentes, deberá indicar dicha 

información. 

 

b. De la remisión simultánea por medio electrónico de la demanda y sus anexos a los 

demandados 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 6° del Decreto Legislativo 806 de 2020 que 

establece, entre otras cosas, lo siguiente: 

 
“(…) Articulo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser notificadas 

las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y cualquier tercero que deba 

ser citado al proceso, so pena de su inadmisión. Asimismo, contendrá los anexos en medio 

electrónico, los cuales corresponderán a los enunciados y enumerados en la demanda. (…) 

 

En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas que 
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ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 

desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al 

presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y 

de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando 

al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario que 

haga sus veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad 

judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte demandada, 

se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos (…)” (Destacado 

fuera de texto) 

 

 

Así las cosas, teniendo en cuenta que dentro del expediente allegado no existe constancia 

del envío simultaneo de la demanda y sus anexos a la parte demandada, de conformidad 

con la norma señalada anteriormente, el Despacho inadmitirá la demanda para que la 

parte demandante aporte el comprobante del envió por medio electrónico a la parte 

demandada de la copia de la demanda y de sus anexos, así como del escrito de 

subsanación.  

 

Por lo expuesto, el Despacho,  

RESUELVE 

 

 

Primero: Inadmitir la demanda presentada por Manuel Gustavo Arias González contra la 

Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Policía Nacional de acuerdo con lo expuesto en 

precedencia. 

 

Segundo:  Conceder un plazo de diez (10) días hábiles a la parte demandante, contados 

a partir de la notificación del presente auto, para que proceda a corregir los defectos de 

la demanda anotados, so pena de rechazo.  

 

Tercero: Se solicita al demandante Manuel Gustavo Arias González, que en el término de 

diez (10) días hábiles contados a partir de la notificación del presente auto, aporte al 

expediente los datos de notificación de Alba Julie Arias Velásquez, identificada con 

cédula de ciudadanía 1.001.344.663. En caso de no contar con dicha información deberá 

informarlo al Despacho.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 
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JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 2021, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 

electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 

providencia anterior hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 2021, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 
 



 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
 

 

 

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2020-00301-00 

Accionante: Lucila Amaya Martínez  

Accionada: 

 

Litisconsorte:                 

Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social- U.G.P.P 

Adela de Jesús Montoya Quintero  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

   

 

Lucila Amaya Martínez actuando por conducto de apoderado, presentó demanda en 

ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social- U.G.P.P , pretendiendo la nulidad de los siguientes actos administrativos: 

i) Resolución RDP 049649 de 25 de octubre de 2013, por medio de la cual la entidad 

demandada reconoció la sustitución pensional del causante Víctor Manuel Montoya 

Montoya, en favor de Adela de Jesús Montoya Quintero; ii) Resolución RDP 047794 de 18 

de noviembre de 2016, por medio de la cual la entidad demandada negó el 

reconocimiento de la sustitución pensional de Víctor Manuel Montoya Montoya, en favor 

de la demandante Lucila Amaya Martínez;  y iii) Resolución RDP 008367 de 24 de febrero 

de 2016, por medio de la cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto frente a la 

Resolución RDP 047794 de 2016, confirmándola en todas sus partes.   

 

Revisado el escrito introductorio se encuentra que la demanda debe ser inadmitida, por 

las siguientes razones: 

 

a. Canal Digital de los testigos 

 

Visto el artículo 6 del Decreto 806 de 2020, el cual indica: 

 

“Articulo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser notificadas 

las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y cualquier tercero que 

deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión. Asimismo, contendrá los anexos en 

medio electrónico, los cuales corresponderán a los enunciados y enumerados en la 

demanda.” (Negrilla fuera de texto) 
 

Así las cosas, atendiendo a que, en el acápite correspondiente a los testimonios, no se 

indicó el canal digital donde deben ser notificados los deponentes, deberá indicar dicha 

información. 
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b. De la remisión simultánea por medio electrónico de la demanda y sus anexos a los 

demandados 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 6° del Decreto Legislativo 806 de 4 de junio 

de 20201, establece, entre otras cosas, lo siguiente:  

 
“(…) En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas que 

ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 

desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al 

presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella 

y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario o el 

funcionario que haga sus veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya 

acreditación la autoridad judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal de digital 

de la parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus 

anexos (…)”  

 

Así las cosas, la parte demandante deberá acreditar la remisión por medio electrónico 

de la demanda y sus anexos a los demandados, y así mismo deberá enviar el escrito de 

subsanación.  

 

c. Copia de los Actos Administrativos Acusados 

 

 De conformidad con lo establecido en el artículo 166 junto con la demanda deberán 

aportarse, entre otros, la copia de los actos acusados y las constancias de su notificación, 

publicación, comunicación o ejecución. 

 

De esta manera se observa que junto al escrito de la demanda no se remitieron los anexos 

correspondientes, razón por la cual, no obran las copias de los actos administrativos 

acusados, y en ese sentido deberá aportarlos.  

 

d. Documentos que pretende hacer valer 

 

De acuerdo con lo indicado anteriormente no se aportaron los documentos que la parte 

demandante pretende hacer valer los cuales son anexos obligatorios de la demanda 

de conformidad con lo previsto en el numeral 2 del artículo 166 de la Ley 1437 de 2011 

razón por la cual deberá aportarlos.  

 

e. Poder para actuar 

 

Teniendo en cuenta que junto con la demanda no se remitió el poder conferido por la 

demandante al Dr. Luis Eduardo Cruz Moreno, para presentar la demanda de la referencia, 

deberá aportarlo en observancia de los requisitos establecidos en el artículo 74 del Código 

General del Proceso.  

 

En tales condiciones se inadmitirá la demanda para que sea corregida otorgando a la 

parte actora el término establecido en el artículo 170 del CPACA. 

 

                                                      
1 Aplicable a la presente demanda por cuanto fue radicada en el Consejo de Estado el 2 de septiembre de 2020.  
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Por lo expuesto, el Despacho,  

 

RESUELVE 

 

Primero: Inadmitir la demanda presentada por Lucila Amaya Martínez contra la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 

Social- U.G.P.P de acuerdo con lo expuesto en precedencia. 

 

Segundo:  Conceder un plazo de diez (10) días hábiles a la parte demandante, contados 

a partir de la notificación del presente auto, para que proceda a corregir los defectos de 

la demanda anotados, so pena de rechazo.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 

 

 

 

Firmado Por: 

 

Jaime Enrique Sosa Carrillo 

Juez Circuito 

Juzgado Administrativo 

Sala 028 Contencioso Admsección 2 

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C., 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, hoy 27 DE SEPTIEMBRE DE 2021, se envió 

mensaje de datos al apoderado que suministró su dirección 

electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 
 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes la 

providencia anterior hoy 27  DE SEPTIEMBRE DE 2021, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 
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Bogotá D.C., catorce (14) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 

 

Expediente No. 11001-33-35-028-2021-00118 00 

Convocante: José Misael Laguna Vargas   

Convocada: Caja de Sueldos de Retiro de la 

Policía Nacional – CASUR 

Controversia: Conciliación extrajudicial – Reajuste 

asignación de retiro 

 

 
Se procede a decidir sobre la legalidad del acuerdo al que llegaron la convocada Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR y la parte convocante José Misael 

Laguna Vargas, suscrita ante la Procuraduría 191 Judicial I para Asuntos Administrativos y 

consignada en acta del 23 de abril de 2021.  

 

La parte convocante pretende que la convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía 

Nacional - CASUR, reconozca y pague las diferencias dejadas de percibir en su asignación 

de retiro, que resulten de la aplicación del principio de oscilación sobre el subsidio de 

alimentación y las doceavas partes de las primas de navidad, servicios y vacaciones, 

desde la fecha de causación, junto con el reconocimiento de la indexación que en 

derecho corresponda. 

 

Considera la parte convocante que la forma en que anualmente se viene reajustando su 

asignación de retiro, no se ajusta al principio de oscilación, en la medida en que no se han 

incrementado algunas partidas computables (primas de servicios, vacaciones, navidad y 

subsidio de alimentación) que se mantienen en el mismo valor desde su reconocimiento, 

cuando lo correcto es reajustarlas como unidad, sin que ninguna de las partidas 

computables que la integran, pierdan su poder adquisitivo por el simple trascurso del 

tiempo.  

 

I. CONSIDERACIONES 

 

A efectos de decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial en el asunto de la 

referencia, se analizará el caso bajo estudio con el propósito de establecer si se cumplen 

los requisitos para su aprobación: 

 

1.1 MARCO LEGAL 

 

Del régimen salarial y prestacional del personal que presta sus servicios a la Policía 

Nacional 

 

La Constitución Política de 1991, dispuso en el artículo 150 numeral 19 literal e) que 

corresponde al Congreso hacer las Leyes y a través de ellas fijar el régimen salarial y 
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prestacional de los Miembros de la Fuerza Pública, entre otros, concordante con los 

artículos 217 y 218 que otorgan al legislador ordinario la facultad para determinar el 

régimen prestacional, disciplinario y de carrera de las Fuerzas Militares y de la Policía 

Nacional, respectivamente. 

 

La Ley 4ª de 1992, mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe 

observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los 

empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para 

la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras 

disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) 

y f) de la Constitución Política, determinó en el artículo 2º el respeto a los derechos 

adquiridos de los servidores del Estado tanto del régimen general, como de los regímenes 

especiales, según el cual, en ningún caso se podrán desmejorar los salarios y prestaciones 

sociales. 

 

Ahora, en lo que atañe a las partidas computables a tener en cuenta para el 

reconocimiento de la asignación de retiro de los Oficiales y Suboficiales de la Policía 

Nacional según el grado, el Decreto 1212 de 1990, ordenó: 

 

“ARTÍCULO 140.- BASES DE LIQUIDACIÓN. A partir de la vigencia del presente Decreto, al 

personal de Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional que sea retirado del servicio activo 

se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y periódicas sobre las siguientes partidas, así: 

1. Sueldo básico. 

2. Prima de actividad en los porcentajes previstos en este Estatuto. 

3. Prima de antigüedad. 

4. Prima de Oficial Diplomado en Academia Superior de Policía, en las condiciones indicadas 

en este Estatuto.  

5. Duodécima (1/12) parte de la prima de navidad. 

6. Prima de vuelo en las condiciones establecidas en este Decreto. 

7. Gastos de representación para Oficiales Generales. 

8. Subsidio familiar. En el caso de las asignaciones de retiro y pensiones, se liquidará conforme 

a lo dispuesto en el artículo 82 de este Estatuto, sin que el total por este concepto sobrepase 

el cuarenta y siete por ciento (47%) del respectivo sueldo básico. 

9. La bonificación de los Agentes del Cuerpo Especial, cuando sean ascendidos al grado de 

Cabo Segundo y hayan servido por lo menos treinta (30) años como Agentes, sin contar los 

tiempos dobles. 

 

PARÁGRAFO. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, ninguna de 

las demás primas, subsidios, auxilios y compensaciones consagradas en este Estatuto, serán 

computables para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, pensiones, sustituciones 

pensionales y demás prestaciones sociales. 

(…)”  

Luego, la Ley 923 del 30 de diciembre de 2004, expedida con el objeto de fijar las normas, 

objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen 

pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, de conformidad 

con lo establecido en el numeral 19 literal e) del artículo 150 de la Constitución Política, 

estableció como alcance y objetivos de la misma, entre otros, los siguientes: 

 

“ARTÍCULO 3º.- ELEMENTOS MÍNIMOS. El régimen de asignación de retiro, la pensión de invalidez 

y sus sustituciones, la pensión de sobrevivientes, y los reajustes de estas, correspondientes a los 

miembros de la Fuerza Pública, que sea fijado por el Gobierno Nacional, tendrá en cuenta 

como mínimo los siguientes elementos: 
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(…). 

3.3. Las partidas para liquidar la asignación de retiro serán las mismas sobre las cuales se fije 

el aporte a cargo de los miembros de la Fuerza Pública” (Subrayados y resaltados fuera de 

texto). 

Con fundamento en los parámetros mínimos de que trata la Ley 923 de 2004, el Gobierno 

Nacional promulgó el Decreto 4433 del mismo año, por medio del cual, se fijó el régimen 

pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública y en cuyo Título III, 

Capítulo I estableció los requisitos para el reconocimiento de la asignación de retiro del 

personal de la Policía Nacional, así: 

 

“ARTÍCULO 23.- PARTIDAS COMPUTABLES. La asignación de retiro, la pensión de invalidez, y la 

pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto del personal de la Policía 

Nacional, se liquidarán según corresponda en cada caso, sobre las siguientes partidas así: 

23.1 Oficiales, Suboficiales y Agentes 

23.1.1 Sueldo básico. 

23.1 2 Prima de actividad. 

23.1.3 Prima de antigüedad. 

23.1.4 Prima de academia superior. 

23.1.5 Prima de vuelo, en los términos establecidos en el artículo 6° del presente decreto. 

23.1.6 Gastos de representación para Oficiales Generales. 

23.1.7 Subsidio familiar en el porcentaje que se encuentre reconocido a la fecha de retiro. 

23.1.8 Bonificación de los agentes del cuerpo especial, cuando sean ascendidos al grado de 

cabo segundo y hayan servido por lo menos treinta (30) años como agentes, sin contar los 

tiempos dobles. 

23.1.9 Duodécima parte de la Prima de Navidad liquidada con los últimos haberes percibidos 

a la fecha fiscal de retiro. 23. 

2. Miembros del Nivel Ejecutivo  

23.2.1 Sueldo básico.  

23.2.2 Prima de retorno a la experiencia.  

23.2.3 Subsidio de alimentación.  

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio.  

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones.  

23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los últimos 

haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro.  

 

Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este artículo, ninguna de 

las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y compensaciones, serán computables 

para efectos de la asignación de retiro, las pensiones, y las sustituciones pensionales.” 
(Subrayados y resaltados fuera de texto). 

 

El artículo 23 del Decreto 4433 de 2004, al momento de señalar las taxativas partidas 

computables a reconocer en la asignación de retiro, pensión de invalidez y pensión de 

sobrevivientes, conformó dos grandes grupos a saber: i) De una parte por los Oficiales, 

Suboficiales y Agentes y, de otra, ii) El Nivel Ejecutivo, de tal suerte que, para el 

reconocimiento prestacional, se debe tener en cuenta el grado que ostentaba el 

beneficiario o causante, para el reconocimiento prestacional. 

 

Por su parte, el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004, adoptó el principio de oscilación para 

regular la forma en que se efectuará de forma anula el reajuste de la asignación de retiro 

y pensiones que le sean reconocidas al personal que integra el grupo de Oficiales, 

Suboficiales, Agentes y el Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, así:  
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“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las asignaciones de retiro y 

las pensiones contempladas en el presente decreto, se incrementarán en el mismo porcentaje 

en que se aumenten las asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 

asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal mensual vigente.  

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que 

regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, a menos que así lo disponga 

expresamente la ley.” (Subrayados y resaltados fuera de texto). 

 

Es así como las Asignaciones de Retiro y pensiones de los miembros de las Fuerza Pública, 

se reajustan conforme el llamado “principio de oscilación” que según el cual, las 

asignaciones de los miembros retirados se incrementan en el mismo porcentaje que las 

asignaciones de los miembros en actividad. 

 

Por lo tanto, en virtud del principio de oscilación establecido en el artículo 42 del Decreto 

4433 de 2004, las asignaciones de retiro y pensiones, se incrementan en el mismo 

porcentaje establecidos y autorizados por el Gobierno Nacional para reajustar los sueldos 

del personal en actividad, sin que sea válidamente admisible reajustarlas de forma 

individual.  

 

En efecto, si bien es cierto que las partidas computables, según el artículo 23 del Decreto 

4433 de 2004 sirven de base para liquidar la asignación de retiro de los Oficiales, Suboficiales 

Agente y el Personal perteneciente al Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, también lo es 

que ello no implica que se deban reajustar en forma individual cada uno de dichos 

emolumentos, para así obtener el reajuste anual. 

 

En consecuencia, la asignación de retiro debe ser reajustada anualmente como una 

unidad indivisible sin que para el efecto sea jurídicamente permitido reajustar únicamente 

algunas de estas, dejando incólume las demás partidas computables que con el tiempo 

perderán su poder adquisitivo a partir del momento de su reconocimiento, en detrimento 

de su beneficiario.   

 

Corolario de lo anterior, el reajuste que autoriza el Gobierno Nacional incide en la misma 

asignación de retiro, mas no en sus partidas computables consideradas individualmente, 

pues las variaciones que en todo tiempo se introduzcan a las asignaciones devengadas en 

actividad, garantizan la igualdad de remuneración a quienes han cesado la prestación 

del servicio, por lo cual, la decisión de la administración de reajustar anualmente solo 

algunas de las partidas computables no guarda relación con el principio de oscilación que 

se debe aplicar en virtud del artículo 42 del decreto 4433 de 2004 y por lo tanto, a la parte 

convocante le asiste el derecho al reajuste deprecado en la solicitud de conciliación.  

 

2. LA CONCILIACIÓN EN MATERIA ADMINISTRATIVA 

 

La conciliación está definida por la Ley 446 de 1998 de la siguiente manera:  

 

“Artículo 64. La conciliación es un mecanismo de resolución de conflictos a través del cual, 

dos o más personas gestionan por sí mismas la solución de sus diferencias, con la ayuda de un 

tercero neutral y calificado, denominado conciliador.”1 

 

                                            
1 Incorporado en el Estatuto de los Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos, artículo 1o. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_1818_1998.html#1
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En este sentido, se procede a determinar si se encuentran reunidos los presupuestos 

procesales y materiales necesarios para la aprobación del acuerdo conciliatorio logrado 

entre la parte convocante y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional -CASUR, 

que son los siguientes:  

 

a. la debida representación de las personas que concilian.  

b. la capacidad o facultad que tengan los representantes o las partes para conciliar. 

c. la disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes.  

d. que no haya operado la caducidad. 

e. que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación.  

f. que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público (artículos 73 de la Ley 446 de 

1998). 

 

a. y b. La debida representación y la capacidad o facultada para conciliar 

 

En lo que toca a este punto, debe decirse que, en el presente proceso, la parte 

convocante actúa a través de la abogada, Doctora Ana Sofia Bossio Cabrera, quien 

cuenta con la facultad expresa de conciliar según el poder obrante en el folio 6, así las 

cosas, claramente podía representarlo en la audiencia celebrada ante el Agente del 

Ministerio Público y disponer del derecho reclamado. 

 

Por su parte, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – Casur, fue debidamente 

representada por apoderado que cuenta con la facultad de conciliar, como se verifica 

en el folio 32. A ello debe sumarse que la conciliación propuesta allegada al plenario fue 

emanada directamente del Comité de Conciliación de la entidad convocada.  

 

Por lo anterior es claro que las exigencias de debida representación y capacidad se 

encuentran acreditadas. 

 

c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes y respeto de la 

materia sobre la cual versó el acuerdo.  

 

La Ley 23 de 1991 (artículos 59 y 65), el Decreto 2651 de 1991, los Decretos Reglamentarios 

171 de 1991 y 173 de 1993, respectivamente y la Ley 446 de 1998 (artículo 652), disponen 

que es objeto de conciliación, en materia administrativa, todo conflicto de carácter 

particular y contenido patrimonial, que sea susceptible de transacción. 

 

La transacción se encuentra regulada en los artículos 2469 a 2487 del Código Civil, los 

cuales indican como susceptible de transacción, todo aquello que pueda ser negociado 

por su contenido y naturaleza, siempre y cuando no se violen disposiciones legales 

especiales previamente establecidas, tal como lo disponen los artículos 1502, 1523 y 1524 

ibídem. 

 

En ese orden de ideas, las pretensiones giran en torno al reajuste de la asignación de retiro 

de la parte convocante, conflicto de naturaleza netamente patrimonial. 

 

 

                                            
2 Incorporado en el Estatuto de los Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos, artículo 2o. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_1818_1998.html#2


Expediente No. 11001-33-35-028-2021-00118-00 

Convocante: José Misael Laguna Vargas   

 Convocada: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional 

Página 6 de 8 

 
 

d. Que no haya operado la caducidad. 

 

En torno a este punto, el literal C) artículo 164 del CPACA establece: 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser 

presentada:  

1. En cualquier tiempo, cuando: (…) 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 

periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares 

de buena fe; 

 

En el caso bajo estudio es claro que no se configura el fenómeno jurídico de la caducidad 

toda vez que el objeto del proceso versa sobre la legalidad de un acto administrativo que 

negó el reajuste de una prestación periódica, por lo que podía ser demandado en 

cualquier tiempo. 

 

e. Que lo reconocido este plenamente probado en el proceso.  

 

Mediante Resolución No. 41 del 15 de enero de 2013, se reconoció asignación de retiro al 

Intendente ® de la Policía Nacional José Misael Laguna Vargas, a partir del 8 de enero de 

20133. 

 

La parte convocante presentó petición a la entidad convocada el 3 de marzo de 2020, 

tendiente al reajuste de su asignación de retiro con la inclusión de los incrementos anuales 

sobre las partidas denominadas prima de servicios, prima de vacaciones, prima de 

navidad y subsidio de alimentación desde su fecha de causación4. 

 

Mediante Oficio No. 20201200-010085811 Id: 555997 del 31 de marzo de 2020, le fue 

negada la reliquidación retroactiva de la asignación mensual de retiro5. 

 

Según se observa en el expediente, la entidad convocada presentó una propuesta de 

conciliación en la que expuso de manera detallada la forma en la que se liquidó el reajuste 

de la asignación de retiro, cuyas diferencias no prescritas a favor de la parte convocante 

arrojaron la suma de $4.254.676.oo, explicando las fórmulas y los criterios para llevar a cabo 

dicha liquidación6.  

 

Según la certificación del Comité de Conciliación de la entidad convocada, la propuesta 

consistió en lo siguiente: 

 

Actualización de las partidas computables de la asignación mensual de retiro 

denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes de las primas de navidad, 

servicios y vacaciones. 

 

Los parámetros señalados por la convocada fueron los que a continuación se transcriben: 

 

                                            
3 Folios 15 y 16 
4 Folio 8.  
5 Folios 9 a 14.  
6 Folios 44 a 50. 
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“1. Se reconocerá el 100% del capital. 

2. Se conciliará el 75% de la indexación 

3. Se cancelará dentro de los seis (6) meses siguientes a la radicación de la cuenta de cobro 

con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en el cual no habrá lugar al pago de 

intereses. 

4. Se aplicará la prescripción trienal contemplada en la norma prestacional vigente al 

momento del reconocimiento de la prestación computada esta a partir de la fecha en que 

fue presentada la reclamación en la Entidad, la cual dio lugar al acto administrativo del cual 

se pretende su nulidad, es decir el día 03-03-2020, lo cual indica que para efectos del pago se 

tendrán en cuenta únicamente las mesadas a partir del 03-03-2017, en aplicación de la 

prescripción trienal contemplada en el Decreto 4433 de 2004.” 

 

Los valores correspondientes a la fórmula económica son los siguientes: 
 

“Valor de Capital Indexado 4.650.948 

Valor Capital 100% 4.327.790 

Valor Indexación 323.158 

Valor indexación por el (75%) 242.369 

Valor Capital más (75%) de la Indexación 4.570.159 

Menos descuento CASUR -157.132 

Menos descuento Sanidad -158.351 

VALOR A PAGAR 4.254.676” 

 

f.  Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público 

 

Como quiera que la fórmula conciliatoria propuesta por CASUR expresa el valor 

correspondiente al reconocimiento y pago de los emolumentos prestacionales, 

cancelando el 100% del capital adeudado, el 75% de la indexación, sin pago de intereses 

dentro de los 6 meses siguientes a la solicitud de pago adjuntando el auto aprobatorio de 

la conciliación y aplicando prescripción trienal. 

 

En la propuesta de conciliación expresa se dio aplicación a la prescripción trienal, lo cual 

significa que se pagarán los valores causados durante los últimos 3 años contados desde 

la presentación de la solicitud de reajuste de la asignación de retiro, esto es, el 3 de marzo 

de 2020, pues el derecho al reconocimiento de la prestación tuvo lugar con posterioridad 

a la expedición del Decreto 4433 de 2004.  

 

De acuerdo con lo anterior, el reconocimiento efectuado corresponde al tiempo 

transcurrido desde el 3 de marzo de 2017. 

 

Examinada la actuación de la conciliación, no se observa que la misma se encuentre 

afectada por nulidad y de igual manera, tampoco resulta lesiva al patrimonio de la Caja 

de Sueldos Retiro de la Policía Nacional; razón por la cual resulta procedente aprobar la 

conciliación celebrada con la parte convocante José Misael Laguna Vargas, actuando 

por intermedio de apoderada, contenida en el Acta del 23 de abril de 2021, y refrendada 

por la Procuraduría 191 Judicial I para Asuntos Administrativos. 

 

Bajo las anteriores consideraciones, el Despacho, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO:  APROBAR la conciliación extrajudicial a la que llegaron la convocada Caja 

de Sueldos Retiro de la Policía Nacional y la parte convocante José Misael 
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Laguna Vargas, contenida en el Acta del 23 de abril de 2021, y refrendada 

por la Procuraduría 191 Judicial I para Asuntos Administrativos, de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.   

 

SEGUNDO: Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia 

el Artículo 114 del C.G.P.   

 

TERCERO: Por Secretaría, déjese las constancias del caso. 

 

CUARTO:  En firme esta decisión, archívese el expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

JAIME ENRIQUE SOSA CARRILLO 

JUEZ 
 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notifico a las partes 

la providencia anterior hoy 18 DE MAYO DE 2021, a las ocho 

de la mañana (8:00 a.m.). 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 

 

 
JUZGADO VEINTIOCHO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 201 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, hoy 18 DE MAYO DE 2021, se envió mensaje 

de datos al apoderado que suministró su dirección 

electrónica. 

 

 
JAIRO ANDRÉS BERNAL RAMÍREZ 

SECRETARIO 
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